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Bogotá veintiséis (26) de febrero de dos mil veintiuno (2021). 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 

Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, procede la Sala Quinta de 

Decisión de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá a resolver 

los recursos de apelación interpuestos contra DOS decisiones dictadas 

por el juez de primera instancia así: 9 recurso interpuesto por los 

apoderados de la parte demandante y de la llamada en garantía 

LIBERTY SEGUROS contrae! auto dictado el día 12 de marzo de 2019, 

mediante el cual se negó el decreto de la prueba de interrogatorio de 

parte del representante del FONDO NACIONAL DEL AHORRO, una 

prueba testimonial y una prueba trasladada; ii) recurso interpuesto 

por el apoderado de la parte demandante y de la aseguradora 

CONFIANZA S.A. en contra de la sentencia proferida el 4 de julio de 

2019 por el Juzgado Sexto (6°) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., 

mediante la cual se condenó al pago de una indemnización moratoria a 

favor de los demandantes. 

I. ANTECEDENTES 

LA DEMANDA 

CLAUDIA VELEZ GALLEGO, MONICA ERMINIA RUIZ 

SANCHEZ Y WILLIAM ARBEIRO COLLAZOS ZÚÑIGA, presentaron 
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demanda ordinaria laboral en contra de OPTIMIZAR SERVICIOS 

TEMPORALES S.A. y del FONDO NACIONAL DEL AHORRO. 

Solicitan que se declare la existencia de un contrato de trabajo con 

OPTIMIZAR SERVICIOS; respecto de la primera de ellas, desde el 4 

de junio de 2015 hasta el 24 de septiembre de 2015; la segunda, 

desde el 19 de enero de 2015 hasta el 30 de septiembre de 2015 y 

el tercero desde el 6 de abril de 2015 hasta el 24 de septiembre de 

2015, que se declare que dicha temporal no les pago las 

prestaciones y vacaciones a la terminación del contrato y se condene 

al pago de la indemnización moratoria. Piden que se declare que el 

Fondo Nacional del Ahorro es solidariamente responsable de las 

obligaciones por ser el beneficiario de la labor que desempeñaban y 

se condene al pago de las prestaciones y vacaciones no pagadas. 

Subsidiariamente solicitan que se declare que el verdadero 

empleador de los demandantes fue el Fondo Nacional del Ahorro y 

que Optimizar Servicios actuó como un simple intermediario y en 

consecuencia se condene a esta entidad a pagar las prestaciones 

sociales, vacaciones e indemnización moratoria. 

CLAUDIA VELEZ GALLEGO fundamentó las pretensiones en 

que el Fondo Nacional del Ahorro y Optimizar Servicios Temporales 

suscribieron el contrato de prestación de servicios N° 275 de 2014 

y 147 de 2015. Que en cumplimiento de dicho contrato celebró 

contrato de trabajo por obra o labor con Optimizar Servicios a partir 

del 4 de junio de 2015 y hasta el 24 de septiembre de 2015; que 

desempeñó el cargo de Abogada y como salario devengó la suma de 

$4.500.000; que las funciones desempeñadas corresponden al giro 

ordinario de los negocios del Fondo Nacional del Ahorro; que su 

cargo existe dentro de la planta de personal de dicha entidad, y que 

debía laborar en jornadas diarias de ocho horas entre las 7 de la 

mañana y las 5 de la tarde en la sede de la ciudad de Medellín del 

Fondo Nacional del Ahorro. Afirma que la demandada Optimizar 

Servicios Temporales no le pagó las prestaciones sociales y 
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vacaciones debidas a la terminación del contrato y que se acogió a 

un proceso de reorganización empresarial ante la Superintendencia 

de Sociedades. 

MONICA ERMINIA RUIZ SANCHEZ fundamentó las 

pretensiones en que el Fondo Nacional del Ahorro y Optimizar 

Servicios Temporales suscribieron el contrato de prestación de 

servicios N° 275 de 2014 y 147 de 2015. Que en cumplimiento de 

dicho contrato celebró contrato de trabajo por obra o labor con 

Optimizar Servicios a partir del 19 de enero de 2015 y hasta el 30 

de septiembre de 2015; que desempeñó el cargo de Comercial IV y 

como salario devengó la suma de $1.450.000; que las funciones 

desempeñadas corresponden al giro ordinario de los negocios del 

Fondo Nacional del Ahorro; que su cargo existe dentro de la planta 

de personal de dicha entidad, y que debía laborar en jornadas 

diarias de ocho horas entre las 7 de la mañana y las 5 de la tarde 

en la sede de la ciudad de Popayán del Fondo Nacional del Ahorro. 

Afirma que la demandada Optimizar Servicios Temporales no le 

pagó las prestaciones sociales y vacaciones debidas a la terminación 

del contrato y que se acogió a un proceso de reorganización 

empresarial ante la Superintendencia de Sociedades. 

WILLIAM ARBEIRO COLLAZOS ZUÑIGA fundamentó las 

pretensiones en que el Fondo Nacional del Ahorro y Optimizar 

Servicios Temporales suscribieron el contrato de prestación de 

servicios N° 275 de 2014 y 147 de 2015. Que en cumplimiento de 

dicho contrato celebró contrato de trabajo por obra o labor con 

Optimizar Servicios a partir del 6 de abril de 2015 y hasta el 24 de 

septiembre de 2015; que desempeñó el cargo de Comercial III y como 

salario devengó la suma de $1.750.000; que las funciones 

desempeñadas corresponden al giro ordinario de los negocios del 

Fondo Nacional del Ahorro; que su cargo existe dentro de la planta 

de personal de dicha entidad, y que debía laborar en jornadas 

diarias de ocho horas entre las 7 de la mañana y las 5 de la tarde 
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en la sede de la ciudad de Cali del Fondo Nacional del Ahorro. Afirma 

que la demandada Optimizar Servicios Temporales no le pagó las 

prestaciones sociales y vacaciones debidas a la terminación del 

contrato y que se acogió a un proceso de reorganización empresarial 

ante la Superintendencia de Sociedades. 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

El FONDO NACIONAL DEL AHORRO se opuso a la prosperidad 

de las pretensiones. En cuanto a los hechos aceptó los relacionados 

con los contratos suscritos con Optimizar Servicios, los demás los 

negó o manifestó que no le constan. Como excepciones propuso las 

de inexistencia de las obligaciones reclamadas al Fondo Nacional del 

Ahorro como empleador de los demandantes, buena fe, 

compensación, improcedencia doble reconocimiento de las 

obligaciones. Solicitó el llamamiento en garantía de Liberty Seguros 

S.A. y de la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. - Confianza (fls. 

71 a 92 y 105a 106). 

OPTIMIZAR SERVICIOS TEMPORALES S.A. se opuso a la 

prosperidad de las pretensiones. En cuanto a los hechos aceptó los 

relacionados con el contrato suscrito con el Fondo Nacional del 

Ahorro y los contratos de trabajo suscritos con los demandantes, los 

demás hechos los negó o manifestó que no le constan. Propuso como 

excepciones las de existencia de procedimiento concursal especial, 

preferente, prevalente en curso para el pago de las prestaciones 

sociales pretendidas por los demandantes y existencia de afectación 

de póliza para pago de prestaciones sociales (fls. 135 a 163). 

Mediante auto de fecha 15 de junio de 2018 el Juzgado vinculó 

a Liberty Seguros y a la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. como 

llamadas en garantía del Fondo Nacional de Ahorro (fi. 210 y 211). 
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La COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. Se opuso a 

la prosperidad de las pretensiones. En cuanto a los hechos manifestó 

que no le constan. Propuso como excepciones las de falta de 

legitimación en la causa del Fondo Nacional del Ahorro para llamar 

en garantía a Confianza S.A., ausencia de requisitos para que se 

pueda hacer efectiva la póliza 24 DL006347, ausencia de cobertura 

de las acreencias laborales reclamadas, ocurrencia por fuera de la 

vigencia de la póliza y pago (fls. 230 a 246) 

LIBERTY SEGUROS S.A. Se opuso a la prosperidad de las 

pretensiones. En cuanto a los hechos manifestó que no le constan en 

su totalidad. Como excepciones propuso las de prioridad en la 

afectación de las pólizas N° DL007987 y DL008460 expedidas por la 

Compañía Aseguradora de Finanzas S.A., afectación de las pólizas N° 

DL007987 y DL008460 expedidas por la Compañía Aseguradora de 

Finanzas S.A., Compañía Aseguradora de Finanzas S.A. recibió por 

parte de la liquidadora de Optimizar Servicios Temporales el listado 

de los trabajadores en misión que deben beneficiarse de las pólizas de 

disposición legal, cobro de lo no debido, límite del valor asegurado, 

ausencia de responsabilidad solidaria, ausencia de cobertura por 

agravación del estado de riesgo por parte del asegurado, buena fe, 

prescripción laboral, extinción de la acción generada por el contrato 

de seguro y prescripción del mismo y compensación (fls. 289 a 313). 

II. AUTO DE PRIMERA INSTANCIA OBJETO DE RECURSO 

Dentro de la audiencia celebrada el día 12 de marzo de 2019, la 

juez negó el decreto de la prueba de interrogatorio de parte al 

representante legal de la demandada Fondo Nacional del Ahorro y 

Optimizar Servicios Temporales, y una prueba testimonial solicitadas 

por la parte demandante, así mismo negó una prueba trasladada 

solicitada por Liberty Seguros S.A. (CD. 5 min. 14:16). Fundamentó 

su decisión en que los interrogatorios de parte y la prueba testimonial 

solicitadas son innecesarias teniendo en cuenta que la prueba 
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documental aportada permite dirimir el conflicto. Frente a la prueba 

trasladada consideró innecesario solicitar la declaración juramentada 

rendida por el representante legal del Fondo Nacional del Ahorro en 

el Juzgado 70 Laboral. 

III. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Sexto Laboral del Circuito de Bogotá, al que le 

correspondió tramitar la primera instancia, mediante sentencia del 4 

de julio de 2019, condenó a CONFIANZA S.A. al pago de una 

indemnización moratoria a favor de cada uno de los demandantes. La 

parte resolutiva de la sentencia tiene el siguiente tenor literal: 

"CONDENAR a la sociedad OPTIMIZAR SERVICIOS TEMPORALES y 

a la aseguradora CONFIANZA SA hasta el máximo del valor asegurado a 

reconocer y pagar los siguientes conceptos y valores a favor de la parte 

demandante señora CLAUDIA VELEZ GALLEGO la suma diaria de $150.600 

por cada día de retardo por 24 meses, calculado desde la terminación del 

contrato de trabajo en septiembre 24 de 2015, y a partir de la iniciación del 

mes 25 contado desde la misma ocasión los intereses moratorios a la tasa 

máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia 

Bancaria hoy financiera hasta el día 17 de enero de 2018. A favor del 

demandante señora MONICA ERMINIA RUIZ SANCHEZ la suma diaria de 

$48.333,33 por cada día de retardo hasta por 24 meses calculado desde la 

terminación del contrato de trabajo septiembre 30 de 2015 y a partir de la 

iniciación del mes 25 contado desde la misma ocasión se ha de fulminar 

condena por los intereses moratorios a la tasa máxima de créditos der libre 

asignación certificados por la Superintendencia Bancaria hoy Financiera 

hasta el día 28 de noviembre de 2017. Y a favor del demandante señor 

WILLIAM ARBEIRO COLLAZOS ZUÑIGA la suma diaria de $58.333,33 por 

cada día de retardo hasta por 24 meses calculado desde la fecha de 

terminación del contrato de trabajo en septiembre 24 de 2015 y a partir de 

la iniciación del mes 25 contado desde la misma ocasión, se ha de fulminar 

condena por los intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre 

asignación certificados por la Superintendencia Financiera hasta el 28 de 

noviembre de 2017. Se ABSUELVE de las restantes pretensiones de la 
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demanda, de igual forma se ABSUELVE al FONDO NACIONAL DEL AHORRO 

y LIBERTY SEGUROS de las pretensiones de la demanda, de conformidad 

con lo expuesto en la parte motiva de la presente decisión. COSTAS a cargo 

de la parte demandada OPTIMIZAR SERVICIOS TEMPORALES. Se fija la 

suma de 2.800.000 por concepto de agencias en derecho". 

La Juez determinó el problema jurídico en definir si el Fondo 

Nacional del Ahorro fungió como verdadero empleador de los 

demandantes y si corresponde a las aseguradoras cubrir el pago de 

la indemnización moratoria. Para resolverlo indicó que los contratos 

temporales celebrados por los demandantes se encuentran en 

consonancia con lo autorizado por la Ley 50 de 1990 sobre la materia, 

por no haber excedido el término máximo de un ario allí establecido y 

por ello absolvió al Fondo Nacional. Sobre los demás puntos de la Litis 

dijo que la demandada Optimizar no acreditó la existencia de razones 

que justifiquen la sustracción de la obligación de realizar el pago de 

las prestaciones a la terminación del contrato y definió que ésta debía 

reconocerse para cada uno de los demandantes así: para CLAUDIA 

VELEZ GALLEGO un día de salario por cada día de mora por los 

primeros 24 meses contados desde la fecha de terminación del 

contrato, desde el mes 25 intereses a la tasa máxima de créditos de 

libre asignación y hasta el 17 de enero de 2018, fecha en que se realizó 

el pago de las acreencias laborales; para MONICA ERMINIA RUIZ 

SANCHEZ un día de salario por cada día de mora por los primeros 24 

meses contados desde la fecha de terminación del contrato, desde el 

mes 25 intereses a la tasa máxima de créditos de libre asignación y 

hasta el 28 de noviembre de 2017, fecha en que se realizó el pago de 

las acreencias laborales; para WILLIAM ARBEIRO COLLAZOS 

ZUÑIGA un día de salario por cada día de mora por los primeros 24 

meses contados desde la fecha de terminación del contrato, desde el 

mes 25 intereses a la tasa máxima de créditos de libre asignación y 

hasta el 28 de noviembre de 2017, fecha en que se realizó el pago de 

las acreencias laborales. 
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IV. RECURSO DE APELACIÓN 

- Sobre el Auto de 12 de Marzo de 2019 

El apoderado de la parte demandante interpuso recurso de 

apelación contra la decisión que negó el decreto de la prueba de 

interrogatorio de parte y testimonial, al efecto aduce que la prueba 

testimonial es necesaria para demostrar el uso fraudulento de la 

EST por parte del Fondo Nacional del Ahorro, en cuanto se trata de 

empleados de dicha entidad y ex compañeros de los aquí 

demandantes. Frente al interrogatorio de parte al representante 

legal de la demandada Optimizar, manifestó que dicha prueba es 

necesaria para acreditar el actuar injustificado de la Empresa en 

cuanto al pago tardío de los salarios y prestaciones adeudadas a los 

demandantes. Finalmente, dijo que debe ordenarse la declaración 

juramentada del representante del Fondo Nacional del Ahorro, por 

ser ésta una Empresa Industrial y Comercial del Estado y porque es 

pertinente para probar los hechos relacionados con la declaratoria 

de solidaridad o del contrato realidad que se solicitó en la demanda.' 

1 "Frente al auto que usted acaba de dictar me permito interponer recurso de reposición 
y en subsidio apelación con base en los siguientes argumentos, le solicito reconsidere 
su decisión respecto del decreto de los testimonios y de los interrogatorios de parte 
pedidos por la parte demandante con base en los siguientes argumentos, respecto de los 
testimonios debo manifestar al despacho que tenemos la carga de probar los hechos que 
hemos manifestado a lo largo de la demanda, en el escrito demandatorio le explico a 
usted las razones por las cuales requiero los testimonios de los testigos, puntualmente 
de Víctor Hugo Muñoz, Nubia Stella Enríquez, de la señora Marisol Mercado y María 
Angélica Espitia, esto en virtud de que tengo la carga de probarle a usted el uso 
fraudulento de la Empresa de Servicios Temporales Optimizar por parte del Fondo 
Nacional del Ahorro, dada esa carga y dado que estas personas son trabajadoras y 
compañeras de los aquí demandantes, encuentro que la prueba es conducente y 
pertinente para usted a la hora de determinar efectivamente si el Fondo Nacional del 
Ahorro, ha hecho uso adecuado o no de la Empresa de Servicios Temporales, así mismo, 
respecto del interrogatorio de parte a la representante legal de Optimizar, dentro de mis 
pretensiones está la indemnización moratoria, igualmente tengo la carga de probar el 
actuar injustificado por parte de la EST y para ello que mejor que el interrogatorio de 
parte a la representante legal de la entidad, ahora respecto del interrogatorio de parte 
del Fondo Nacional del Ahorro si bien es cierto entiendo que es una Empresa Industrial 
y Comercial del Estado, le solicito de manera atenta se decrete el informe juramentado 
del representante legal de dicha entidad con base en los argumentos que le he esgrimido 
respecto de la obligación que tengo de probar los hechos que lleven a usted a decretar o 
la solidaridad del Fondo Nacional del Ahorro o subsidiariamente del contrato realidad, 
en estos términos dejo sentado mi recurso a efectos de que usted lo reconsidere o en su 
defecto me conceda el de apelación". 
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Por su parte el apoderado de Liberty Seguros pide que se 

decrete la prueba trasladada referida al informe juramentado 

rendido por el representante legal del Fondo Nacional del Ahorro en 

el Juzgado 7° Laboral en cuanto dicha prueba resulta necesaria 

para el estudio de las excepciones presentadas como defensa de la 

entidad que representa.2

- Sobre la sentencia 

Inconforme con la decisión de primera instancia, el apoderado 

de la parte demandante manifestó no estar de acuerdo con la 

sentencia en cuanto definió como válidos los contratos celebrados 

con la empresa de servicios temporales, pues quedó probado en el 

proceso que el Fondo Nacional del Ahorro contrató en varias 

oportunidades personal temporal, que sus necesidades de 

expansión no eran temporales sino permanentes, y las funciones 

desempeñadas por los demandantes tenían vocación de 

permanencia, lo que desdibuja la intención de lo definido en la Ley 

50 de 1990. Para el efecto cita como fundamento la sentencia C-

330 de 1995 y la sentencia de radicado 3520 de 2018 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

La apoderada de la llamada en garantía Confianza S.A. 

interpuso recurso de apelación. Para sustentarlo manifestó que 

como su vinculación al proceso fue en calidad de llamada en 

garantía de la demandada Fondo Nacional de Ahorro, al 

determinarse la falta de responsabilidad de ésta, consecuentemente 

debió absolverse a su representada dada la calidad en que fue 

"Me permito interponer recurso de reposición y en subsidio apelación, en cuanto a la 
negación de las pruebas solicitadas con el documento de la demanda por parte de la 
llamada en garantía Liberty Seguros, especialmente con relación a la prueba trasladada 
considerando que si se ha negado el interrogatorio a la liquidadora de Optimizar esta 
prueba trasladada es pertinente y conducente frente a las pretensiones o más bien en 
cuanto a las excepciones de Liberty, toda vez que la prueba solicitada es requerida con 
el fin de demostrar que entre las partes se esgrimieron actuaciones que agravaron la 
situación del siniestro relacionado con mi representada y por tal motivo es totalmente 
requerida y necesaria esta prueba a fin de ejercer el derecho de defensa de mi 
representada" 
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vinculada al proceso, dice además que existe falta de legitimación 

en la causa en tanto el llamamiento al proceso debió realizarse por 

los demandantes que son quienes reclaman el pago de las 

acreencias y quienes son los beneficiarios de la póliza y no por el 

Fondo Nacional del Ahorro como se hizo en este proceso. Aduce que 

no procedía la condena al pago de la indemnización moratoria 

porque no se puede predicar mala fe de Optimizar, pues estaba en 

imposibilidad de realizar pagos por su estado de liquidación y por 

ello se debe revisar la procedencia de la condena y en dado caso 

determinar la fecha hasta la cual procede, teniendo en cuenta el 

proceso liquidatorio de Optimizar. Manifestó que de todas formas la 

indemnización moratoria se causó con posterioridad a la fecha de 

terminación del contrato y la vigencia de la póliza terminaba antes 

de la finalización de los contratos de trabajo por lo que no hay lugar 

a la condena impuesta. Finalmente dijo que debe evaluarse la 

conducta de los demandantes en tanto ya están reconocidos como 

acreedores dentro del proceso que se tramita en la Superintendencia 

de Sociedades y por otro lado reclaman el pago dentro de este 

procesos para configurar un doble pago de las obligaciones que 

reclaman. 

V. ALEGACIONES DE SEGUNDA INSTANCIA 

Durante el término del traslado del artículo 15 del Decreto 

Legislativo 806 de 2020, el apoderado de la demandada FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO presentó alegaciones en segunda instancia. 

Solicita que se confirme la decisión de primera instancia que negó las 

pretensiones de la demanda en cuanto quedó establecido que la forma 

de contratación que tuvieron los demandantes se ajusta a los 

presupuestos definidos en la Ley 50 de 1990. 

El apoderado de la demandada OPTIMIZAR SERVICIOS 

TEMPORALES en liquidación, presentó alegaciones solicitando al 

10 



CALUDIA VELEZ GALLEGO Y OTROS contra OPTIMIZAR SERVICIOS TEMPORALES Y OTROS 
Radicación N° 06 2017 00361 01 - 02 

efecto que se tenga en cuenta para definir la indemnización 

moratoria, el estado de liquidación de la sociedad. 

Frente a la llamada en garantía CONFIANZA S.A., se aportó 

sustitución de poder al Dr. NICOLAS URRIAGO FRITZ identificado 

con la CC. 1.014.206.985 y portador de la TP 243030 del Consejo 

Superior de la Judicatura, a quien se tendrá como apoderado 

sustituto de la entidad. 

Por su parte la llamada en garantía LIBERTY SEGUROS y la 

parte demandante se abstuvieron de presentar alegaciones en esta 

instancia. 

VI. SANEAMIENTO DEL PROCESO 

Verificados los presupuestos procesales y la ausencia de 

causales de nulidad para declarar, la Sala conforme lo dispone el 

artículo 66A del CPT y SS, procede a estudiar los aspectos que 

fueron planteados en los recursos de apelación interpuestos. 

VII. PROBLEMA JURÍDICO 

El problema jurídico a resolver consiste en definir: si es 

procedente el decreto de las pruebas de interrogatorio de partes y 

testimoniales solicitadas por la parte demandante y la prueba 

trasladada solicitada por la llamada en garantía Liberty Seguros. 

Definido lo anterior y en caso de no revocarse la decisión que 

negó el decreto de las pruebas deberá la Sala estudiar la validez de la 

contratación de los demandantes a través de una EST, definir una 

posible solidaridad de las obligaciones por parte Fondo Nacional del 

Ahorro y establecer si es procedente la condena al pago de la 

indemnización moratoria por no pago oportuno de las prestaciones 

sociales a los demandantes, a cargo de la aseguradora Confianza S.A. 
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VIII. CONSIDERACIONES 

AUTO 

Pasa la Sala a resolver la controversia planteada sobre la 

decisión que negó el decreto de la prueba de interrogatorio de parte 

al representante legal de Optimizar Servicios Temporales, la 

declaración juramentada del representante legal del Fondo Nacional 

del Ahorro y una prueba testimonial, solicitadas por la parte 

demandante. 

Al efecto conviene precisar que el artículo 53 del CPTSS 

establece la facultad que tiene el juez para rechazar la práctica de 

pruebas inconducentes o superfluas con relación al objeto del pleito. 

Es decir, que previo a decretar una prueba solicitada por las partes 

el juez puede evaluar su conducencia, pertinencia y utilidad, y con 

fundamento en ello, decretarla o negarla. 

Teniendo en cuenta el fundamento normativo referido, se 

advierte que el apoderado de la parte demandante manifiesta en el 

recurso, que es necesario el decreto de la prueba de interrogatorio 

de parte al representante legal de la demandada Optimizar Servicios 

Temporales, en cuanto ésta, es necesaria para acreditar el actuar 

injustificado de esta entidad frente al no pago o pago tardío de las 

prestaciones adeudadas a los demandantes, al efecto considera la 

Sala que tal prueba no resulta útil, en la medida en que no 

corresponde a la parte demandante probar el actuar injustificado de 

quien se sustrae en el pago de una obligación, sino por el contrario, 

la parte contra quien se aduce dicha falta de pago o pago tardío es 

quien debe probar el hecho que justificó su conducta omisiva, razón 

por la cual, a juicio del Tribunal no procedía el decreto de esta 

prueba como lo definió la juez de primera instancia. 
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Sobre la declaración juramentada por parte del representante 

legal del Fondo Nacional del Ahorro, que el apoderado de los 

demandantes aduce como prueba necesaria para acreditar hechos 

relacionados con la solidaridad y declaratoria de contrato realidad, 

así como la solicitud de la prueba testimonial tendiente a acreditar 

el uso inadecuado de los contratos con la Empresa de Servicios 

Temporales por parte del Fondo Nacional del Ahorro, encuentra la 

Sala que dichos medios de prueba tampoco son necesarios para 

resolver la controversia en cuanto nada nuevo aportaría al proceso 

una declaración juramentada, ni de ella se podría deducir la 

solidaridad en cuanto las razones para que ésta opere están 

definidas en la norma y en dado caso, se deduciría de la prueba 

documental que ya se encuentra en el expediente y de la que es 

posible deducir la forma de contratación de los demandantes y 

objeto social de las demandadas, misma razón por la que considera 

la Sala resultan necesarios los testimonios solicitados. 

Finalmente sobre la prueba trasladada que solicitó el 

apoderado de Liberty Seguros en la contestación de la demanda, 

referida a la incorporación del informe juramentado rendido por el 

representante legal del Fondo Nacional del Ahorro ante el Juzgado 

Séptimo Laboral del Circuito de Bogotá, dentro del proceso ordinario 

N° 2016-350, y que según refiere en el recurso es necesario para el 

estudio de las excepciones planteadas, considera la Sala que tal 

medio de prueba tampoco resulta necesario para resolver la 

controversia, en cuanto una eventual condena en contra de esta 

aseguradora, estaría definida por la póliza de seguro que se pretende 

hacer cumplir y por el contrato de seguro que regula las condiciones 

de dicha póliza. 

Por las anteriores razones, la sala confirmará la decisión de 

primera instancia que negó el decreto de las pruebas referidas en 

precedencia. 
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SENTENCIA 

En el presente asunto no fue objeto de controversia que: i) 

entre CLAUDIA VELEZ GALLEGO y OPTIMIZAR SERVICIOS 

TEMPORALES S.A. existió un contrato de trabajo por obra o labor 

vigente entre el 4 de junio de 2015 y el 24 de septiembre de 2015, 

para desempeñar el cargo de Profesional III y devengó la suma 

$4.518.000 (fi. 205); ii) que entre MONICA ERMINIA RUIZ 

SANCHEZ y OPTIMIZAR SERVICIOS TEMPORALES S.A. existió un 

contrato de trabajo por obra o labor vigente entre el 19 de enero de 

2015 y el 30 de septiembre de 2015, para desempeñar el cargo de 

Comercial IV y devengó la suma $1.450.000 (fi. 206); iii) que entre 

WILLIAM ARBEIRO COLLAZOS ZUÑIGA y OPTIMIZAR SERVICIOS 

TEMPORALES S.A. existió un contrato de trabajo por obra o labor 

vigente entre el 6 de abril de 2015 y el 24 de septiembre de 2015, 

para desempeñar el cargo de Comercial III y devengó la suma 

$1.750.000 (fi. 207); iv) que mediante Resolución N° 003863 del 30 

de diciembre de 2016 el Ministerio de Trabajo declaró el siniestro de 

las pólizas DL007987 del 5 de enero de 2015 y DL008460 del 4 de 

enero de 2016, expedidas por la aseguradora Confianza S.A. a favor 

de los trabajadores en misión para la vigencia de vinculación 2015 

y 2016 hasta el máximo de valor asegurado (fls. 279 a 284); y) que 

mediante Resolución N° 000922 del 27 de marzo de 2017, el 

Ministerio de Trabajo resolvió el recurso de reposición interpuesto 

por la aseguradora y ordenó a Optimizar Servicios Temporales 

remitir a Confianza S.A. el listado de los trabajadores a quienes se 

les debe garantizar el pago de prestaciones sociales (fls. 259 a 263); 

vi) que mediante Resolución 001230 del 21 de abril de 2017, el 

Ministerio de Trabajo resolvió el recurso de apelación interpuesto 

por la aseguradora Confianza S.A. y confirmó la decisión anterior 

(fls. 264 a 278); vii) que mediante egreso del 17 de enero de 2018, 

Confianza S.A. pagó a CLAUDIA VELEZ GALLEGO la suma de 

$3.137.318 por concepto de prestaciones sociales (fi. 426); viii) que 

Confianza S.A. pagó a WILLIAM ARBEIRO COLLAZOS ZUÑIGA la 
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suma de $1.686.904 por concepto de prestaciones sociales (fi. 426 

Y 427); ix) que Confianza S.A. pagó a MONICA ERMINIA RUIZ 

SANCHEZ la suma de $2.711.912 por concepto de prestaciones 

sociales (fi. 427 Y 428). 

- Indemnización Moratoria 

Para resolver lo pertinente, el artículo 65 del CST dispone el 

pago de una sanción a cargo del empleador por no pagar a sus 

trabajadores los salarios y prestaciones debidas a la terminación del 

contrato, dicha sanción equivale a un día de salario por cada día que 

transcurra desde la terminación del contrato de trabajo hasta que 

efectúe el pago de los salarios y prestaciones. 

Al respecto la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia, en reiterada jurisprudencia ha dicho que la aplicación de 

esta sanción no es automática y que para el efecto el empleador puede 

demostrar la existencia de razones serias y objetivas que justifiquen 

la omisión en el pago de las prestaciones debidas a sus trabajadores 

a la fecha de terminación del contrato. Esa alta Corporación ha dicho 

que en aquellos casos en que la sociedad demandada entra en proceso 

de liquidación, el pago de esta indemnización corre únicamente hasta 

la fecha en que inicia el proceso de liquidación obligatoria, pues a 

partir de este momento no se puede deducir mala fe en cuanto la 

razón de la omisión no es la intención de desconocer o defraudar los 

intereses de los trabajadores. (Sentencia 5L2833-2017, SL1186-

2019) . 

Así las cosas, la condena al pago de esta indemnización, para el 

caso que nos ocupa, correría desde el día 24 de septiembre de 2015 

para CLAUDIA VELEZ GALLEGO y para WILLIAM ARBEIRO 

COLLAZOS ZUÑIGA (fls. 205 y 207), y desde el 30 de septiembre de 

2015 para MONICA ERMINIA RUIZ SANCHEZ, momento en que 

terminaron los contratos de trabajo de los demandantes y hasta el día 
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15 de febrero de 2016, fecha en que se admitió al proceso de 

reorganización a OPTIMIZAR SERVICIOS, según se observa del 

Certificado de Existencia y Representación Legal que obra a folio 115 

del expediente. Por ello se modificará en este aspecto la decisión 

apelada que ordenó el pago de este estipendio hasta la fecha en que 

se efectuó el pago de las prestaciones a cada uno de los demandantes. 

Al efecto, el ponente de la decisión debe precisar, que si bien en 

el pasado había emitido decisiones en las cuales se entendía que esta 

indemnización corría hasta el auto mediante el cual se decretaba la 

apertura al proceso de liquidación, recoge su postura en ese sentido 

para definir que en estos casos, la sanción corre hasta la fecha de 

admisión del proceso de reorganización o liquidación, pues según lo 

define el artículo 17 de la Ley 1116 de 2016, desde la fecha de 

presentación de la solicitud de admisión al proceso de reorganización 

se le prohíbe al empresario realizar pagos, transacciones o acuerdos 

tendientes a conjurar obligaciones a su cargo, salvo que existe 

autorización del juez del concurso. 

Para responder los argumentos de apelación expuestos por el 

apoderado de Confianza S.A., se advierte que independientemente de 

que su vinculación al proceso se hubiera dado por el llamamiento en 

garantía que hizo la demandada Fondo Nacional del Ahorro, lo cierto 

es que la póliza suscrita y fuente de la condena aquí impuesta, tiene 

como beneficiarios a los trabajadores en misión de la empresa de 

servicios temporales Optimizar Servicios; que frente a la vigencia de 

dicha póliza, ésta fue establecida por el Ministerio de Trabajo en las 

Resoluciones 003863 del 30 de diciembre de 2016, 000922 del 27 de 

marzo de 2017 y 001230 del 21 de abril de 2017, mediante las cuales 

se definió que en virtud de las pólizas N° 24DL 007987 y 24DL 008460 

vigentes para los arios 2015 y 2016 (fechas en que terminaron los 

contratos de trabajo de los demandantes) esta aseguradora debía 

realizar el pago de las prestaciones sociales a los trabajadores en 

misión de Optimizar Servicios, y aun cuando las Resoluciones citadas 

16 



CALUDIA VELEZ GALLEGO Y OTROS contra OPTIMIZAR SERVICIOS TEMPORALES Y OTROS 
Radicación N° 06 2017 00361 01 -02 

del Ministerio del Trabajo no definieron la obligación del pago de la 

indemnización, en esta sentencia se estableció su procedencia y por 

ello debe efectuar el pago, pues ese rubro de indemnizaciones forma 

parte de los riesgos asegurados por Confianza S.A. (fis. 208 y 209). 

Finalmente, sobre el posible doble pago que aduce podría 

configurarse porque los actores se encuentran reconocidos como 

acreedores dentro del proceso de liquidación, lo cierto es que la 

aseguradora y OPTIMIZAR cuentan con los documentos que 

acreditan los pagos realizados para presentarlos en el momento que 

corresponda dentro del proceso liquidatorio. 

Definido lo anterior pasa la Sala a realizar la liquidación de la 

indemnización moratoria que corresponde a cada uno de los 

demandantes, para el efecto se tuvo en cuenta que respecto de 

CLAUDIA VELEZ GALLEGO y WILLIAM ARBEIRO COLLAZOS 

ZUÑIGA transcurrieron 413 días entre la terminación del contrato y 

la fecha en que la demandada Optimizar entró en proceso de 

liquidación, y respecto de MONICA ERMINIA RUIZ SANCHEZ 

transcurrieron 407 días en el mismo lapso (la fecha de terminación 

del contrato y el inicio del proceso liquidatorio). 

CALUDIA VELEZ GALLEGO: $4.518.000 

Salario diario = $150.600 * 141= $21.234.600 

WILLIAM ARBEIRO COLLAZOS ZUÑIGA: $1.750.000 

Salario diario = $58.333 * 141 = $8.224.953 

MONICA ERMINIA RUIZ SANCHEZ: $1.450.000 

Salario diario = $48.333 * 135 = $6.524.955 

Así las cosas y tal como se anunció en precedencia, se 

modificará la sentencia de primera instancia en este aspecto y se 

dictará la condena teniendo en cuenta los valores aquí definidos. 
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- Sobre la Resposabilidad Solidaridadria del FONDO NACIONAL 

DEL AHORRO 

Para resolver lo pertinente, advierte el Tribunal que en el 

presente asunto, en nada afectaría la decisión aquí adoptada si se 

determinara una eventual solidaridad del Fondo Nacional del Ahorro 

respecto de las obligaciones laborales de los demandantes o que éste 

fungía como verdadero empleador de los actores, pues resulta 

irrelevante para el efecto el estudio de la apelación de la parte 

demandante en la medida en que ya se definió que la obligación de 

pago de la indemnización moratoria se encuentra a cargo de la 

aseguradora Confianza S.A. y no hay más pretensiones respecto de 

las cuales se deba establecer una orden de pago, así las cosas y en 

aplicación del criterio expuesto por la Sala de Casación Laboral de la 

Corte Suprema de Justicia en la sentencia de radicación N° 34666 del 

25 de marzo de 2009, la Sala se releva del estudio de dicho 

argumento. 

Sin costas en esta instancia. 

En mérito a lo expuesto EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C., SALA LABORAL, 

Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de 

la Ley, 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto proferido el día 12 de marzo 

de 2019 por la juez de primera instancia. 

SEGUNDO: MODIFICAR la sentencia de primera instancia, 

para definir que la llamada en garantía COMPAÑIA ASEGURADORA 

DE FIANZAS - CONFIANZA S.A. debe pagar a los demandantes las 

siguientes sumas de dinero: y $21.234.600 a CLAUDIA VELEZ 
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GALLEGO por concepto de indemnización moratoria; ii) $8.224.953 

a WILLIAM ARBEIRO COLLAZOS ZUÑIGA por concepto de 

indemnización moratoria; y iii) $6.524.955 a MONICA ERMINIA 

RUIZ SANCHEZ por concepto de indemnización moratoria, de 

acuerdo a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia 

TERCERO: CONFIRMAR en lo demás la sentencia de primera 

instancia. 

CUARTO: SIN COSTAS en esta instancia. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

HUGO 

... 

ER RIy212?"--RAT'S 

agistrado 

A LUCÍA MURIL VARON 

Magistrada 

HERNÁN MAURICIO OLIVEROS MOTTA 

Magistrado T op (5 i )0 
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Bogotá D.C., veintiséis (26) de febrero de dos mil veintiuno 

(2021). 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 

Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, procede la Sala Quinta de 

Decisión de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá a resolver 

el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte 

demandada en contra de la sentencia proferida el 21 de junio de 2019, 

por el Juzgado Octavo (8°) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., 

mediante la cual se condenó al pago de una sanción por no consignación 

de cesantías a un fondo. 

I. ANTECEDENTES 

LA DEMANDA 

LUIS ALBEIRO LUGO TOVAR, presentó demanda ordinaria 

laboral en contra de PAREX VERANO LIMITED SUCURSAL Y JGA 

INGENIERIA S.A.S. Solicita que se declare la existencia de un 

contrato de trabajo con JGA INGENIERIA E.0 (antes) hoy JGA 

INGENIERIA S.A.S. desde el 29 de marzo de 2009 hasta la fecha, que 

se condene al pago de la sanción por no consignación de cesantías a 
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un fondo prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 y costas del 

proceso. 

Fundamentó las pretensiones en que nació el 26 de septiembre 

de 1974, que se vinculó a JGA INGENIERIA E.U. mediante contrato 

de trabajo el 29 de marzo de 2009; que a partir de esta fecha ha 

suscrito diversos contratos de trabajo con la demandada; que la 

sociedad demandada el 20 de agosto de 2013, cambió su razón social 

a la de JGA INGENIERIA SAS; que desde enero de 2012, JGA 

INGENIERIA prestaba servicios a la empresa PAREX VERANO 

LIMITED SUCURSAL; que las funciones desempeñadas corresponden 

a la hechura de tubos, soporte de tuberías y cableado de redes 

eléctricas por tubo o ducto; que durante la ejecución del contrato 

devengó la suma de $3.000.000; que el día 21 de marzo de 2012, 

sufrió accidente de trabajo que le ocasionó quemaduras en varias 

partes del cuerpo y desde entonces se encuentra incapacitado y goza 

de estabilidad laboral reforzada; que desde el inicio de la relación 

laboral la demandada se ha sustraído en la obligación legal de 

consignar las cesantías a un fondo antes del 15 de febrero de cada 

ario. 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

PAREX VERANO LIMITED SUCURSAL Se opuso a la 

prosperidad de las pretensiones. En cuanto a los hechos manifestó 

que no le constan en su totalidad. Propuso como excepciones las de 

inexistencia de la obligación, prescripción, buena fe, falta de causa 

para pedir e inexistencia de solidaridad (fls. 54 a 63). 

JGA INGENIERA S.A.S. Se opuso a la prosperidad de las 

pretensiones. En cuanto a los hechos aceptó los relacionados con la 

existencia de la relación laboral, pero precisó que esta inició el 23 de 

marzo de 2010, aceptó también los hechos relacionados con el 

accidente trabajo sufrido por el actor y la vigencia del contrato a causa 
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de su incapacidad, frente a los demás manifestó que no son ciertos. 

Propuso como excepciones las de cobro de lo no debido, buena fe y 

prescripción (fls. 68 a 76). 

Dentro de la audiencia realizada el 25 de septiembre de 2017, 

la juez reconoció como sucesores procesales del demandante a su 

cónyuge y sus tres hijos, dado que de acuerdo a la documental 

aportada éste falleció el 21 de julio de 2017 (fls. 162 a 173). 

II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Octavo Laboral del Circuito de Bogotá, al que le 

correspondió tramitar la primera instancia, mediante sentencia del 

21 de junio de 2019, condenó a la demandada JGA INGENIERIA 

S.A.S. al pago de una sanción por no consignación de cesantías a un 

fondo. La parte resolutiva de la sentencia tiene el siguiente tenor 

literal: 

"PRIMERO: DECLARAR qué la demandada JG ingeniería SAS 

fue omisiva al no depositar las cesantías en la administradora de fondos 

de pensiones, conforme lo considerado. SEGUNDO: CONDENAR a 

JGA INGENIERÍA S.A.S. a pagarle a la masa sucesoral del señor 

Luis Alberto Lugo Tobar la suma de $85.066.667 pesos por concepto de 

sanción por no haber puesto de las cesantías establecida en el 

numeral 3 del artículo 99 de la ley 50 de 1990. TERCERO: DECLARAR 

de oficio parcialmente probada la excepción de cosa juzgada y 

declarar no probada la excepción de prescripción propuesta por la 

demandada relevándose del estudio de los demás medios exceptivos. 

CUARTO: CONDENAR en costas a la sociedad demandada y en favor 

de la parte actora en la suma de $828.116 pesos los cuales deberán 

liquidarse por Secretaría." 

La Juez definió el problema jurídico en determinar si la relación 

laboral de las partes estuvo regida por uno o varios contratos de 

trabajo y establecer la procedencia de la condena al pago de sanción 
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por no consignación de las cesantías a un fondo. Para resolverlo 

indicó que frente a la pretensión relativa a la declaratoria de la 

existencia de un solo contrato, operó la excepción de cosa juzgada, 

pues este asunto se debatió previamente ante el Juzgado Once 

Laboral del Circuito de Bogotá, donde se definió la culpa patronal de 

la demandada en el accidente de trabajo del actor y se estableció que 

la relación laboral estuvo regida por tres contratos de trabajo y que el 

demandante devengó la suma mensual de $1.600.000, por ello 

declaró parcialmente probada la excepción de cosa juzgada y tuvo en 

cuenta dichos aspectos para resolver el otro punto de la controversia, 

agregando que el último contrato finalizó el 21 de julio de 2017, fecha 

en que falleció el demandante. Sobre la procedencia de la sanción por 

no consignación de cesantías a un fondo, definió que la demandada 

no demostró haber cumplido con la obligación de consignar las 

cesantías del actor a un fondo, durante la vigencia del último contrato 

de trabajo y por ello procede la sanción reclamada. 

III. RECURSO DE APELACION 

La demandada JGA INGENIERIA interpuso recurso de 

apelación. Solicita que se revoque la sentencia de primera instancia 

en cuanto condenó al pago de la sanción por no consignación de 

cesantías a un fondo teniendo en cuenta que para el ario 2013 la 

sociedad atravesaba por una crisis financiera que le impedía 

cumplir con la totalidad de las obligaciones a su cargo y por ello 

estaba en imposibilidad de hacer el pago o consignación de las 

cesantías al actorl. 

1 "Su señoría me permito hacer uso del recurso de apelación a la providencia que se acaba 
de emitir argumentando que la omisión a la que se hace referencia dentro del fallo 
proferido tiene como fundamento o como condición especial qué si nos ubicamos 
temporalmente en el momento en el que se pretendía por parte de mi representada dar por 
terminado el contrato de trabajo que no fue posible dado la situación de la afectación de 
salud del demandante, mi representada no estaba en capacidad de asumir ese tipo de 
pagos dada la crisis en la que se encontraba en ese momento. Cabe resaltar que mí 
representada es una empresa de servicios petroleros y las anualidades 
adeudadas desde el 2013 en adelante, no contaba con los medios para hacer el pago de 
estas obligaciones, hizo el esfuerzo de cancelar el salario hasta lo que más pudo con su 
disponibilidad de capital, pero fue imposible para mí representada subsanar o cancelar 
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IV. ALEGACIONES DE SEGUNDA INSTANCIA 

Durante el término del traslado del artículo 15 .del Decreto 

Legislativo 806 de 2020, los apoderados no presentaron alegaciones 

en esta instancia. 

V. SANEAMIENTO DEL PROCESO 

Verificados los presupuestos procesales y la ausencia de 

causales de nulidad para declarar, la Sala conforme lo dispone el 

artículo 66A del CPT y SS, procede a estudiar los aspectos que 

fueron planteados en el recurso de apelación. 

VI. PROBLEMA JURÍDICO 

El problema jurídico a resolver consiste en definir si es 

procedente la sanción por no consignación de cesantías a un fondo. 

VII. CONSIDERACIONES 

En el presente asunto no fue objeto de controversia en esta 

instancia: 9 que entre la demandada JGA INGENIERIA S.A.S. y el 

demandante (Q.E.P.D.) existieron tres contratos de trabajo por 

duración de la obra o labor contratada, el primero de ellos vigente 

entre el 23 de marzo de 2010 y el 31 de diciembre de 2010 (fis. 103 

a 108), el segundo entre el 3 de enero de 2011 y el 16 de diciembre 

de 2011 (fis. 109 a 112) y el tercero vigente entre el 11 de enero de 

2012 y el 21 de julio de 2017, fecha en la que falleció el demandante 

(fis. 113 a 116 y 162); ii) tampoco se debate en esta instancia que el 

último salario devengado por el actor corresponde a la suma de 

$1.600.000 (así lo estableció la juez de primera instancia por efecto 

estas obligaciones en la cual ha resultado condenada señores magistrados, para que por 
favor se tenga en cuenta y se revoque la sentencia aquí prefería, muchas gracias". 
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de la cosa juzgada declarada); y iii) que el incumplimiento de la 

consignación de cesantías a un fondo solo se debate respecto del 

último contrato de trabajo (así lo definió la juez en decisión que en 

lo pertinente no fue objeto de recurso por la parte demandante). 

- Sobre la Sanción por No Consignación de Cesantías a un 

Fondo 

Para resolver la única controversia que plantea el caso bajo 

estudio, el numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, consagra 

la imposición de una sanción al empleador por el incumplimiento 

de la obligación de consignar las cesantías de sus trabajadores a un 

fondo, antes del 15 de febrero del ario siguiente al que se causan. 

Dice la norma que la sanción consiste en el pago de un día de salario 

por cada día de retardo. Al efecto la Sala de Casación Laboral de la 

Corte Suprema de Justicia ha dicho que dado el carácter 

sancionatorio de esta disposición, su aplicación no procede de forma 

automática, sino que es necesario acreditar la mala fe del empleador 

en su comportamiento omisivo, pues éste puede aportar razones 

serias, satisfactorias y justificativas de su conducta para que no 

proceda dicha condena, así lo reiteró dicha Corporación en las 

sentencias SL2885 de 2019, SL5628 de 2019, SL5595 de 2019, 

SL1702 de 2020, SL5086 de 2020 entre otras. 

Revisado el expediente, no encuentra la Sala razón alguna 

atendible que haya sido aducida por JGA INGENIERIA para 

sustraerse en la obligación de consignar las cesantías del actor a un 

fondo, durante la vigencia del último contrato de trabajo. Al efecto 

la razón expresada por la demandada en la contestación de la 

demanda, referida a que el actor nunca eligió un fondo de cesantías 

y no tenía conocimiento a donde realizar dicho pago (fi. 124), ajuicio 

del Tribunal no constituye una justificación de la omisión en que 

incurrió, pues es su deber, al momento de suscribir el contrato de 

trabajo realizar la afiliación respectiva al Sistema de Seguridad 
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Social, fondo de cesantías y demás; aunado a lo anterior no 

demostró, si esta era la razón de la falta de consignación, que 

hubiere requerido en oportunidad alguna al trabajador para 

establecer o conocer el fondo de cesantías al cual se encontraba 

afiliado, más aun cuando el último contrato de trabajo se extendió 

durante más de 5 arios, sin que en todo ese lapso hubiere 

intentando obtener dicha información para cumplir su obligación, 

pues nada sobre el particular aportó. 

Sobre la última razón que expresó en la contestación de la 

demanda y reiteró en el recurso, relacionada con el déficit 

económico de la sociedad, quien presta servicios en el sector 

petrolero, no puede entenderse como justificación, pues el déficit 

financiero o mala situación económica del empleador no constituye 

una razón atendible que justifique la sustracción de sus 

obligaciones legales, pues los derechos de los trabajadores no están 

sujetos ni dependen de la liquidez de quien los emplea. Al efecto, 

tampoco se aportó prueba alguna de que durante el lapso del último 

contrato, la demandada estuviere incursa en algún proceso de 

reorganización o liquidación que le impidiera realizar el pago de sus 

obligaciones, razón que hubiere podido considerarse 

justificativa de su omisión, en los términos de la jurisprudencia de 

la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia. (Sentencia SL2833-

2017, SL1186-2019). 

Así las cosas y dado que JGA INGENIERIA S.A.S. no acreditó 

la existencias de razones serias y satisfactorias que justificaran el 

incumplimiento de su obligación legal, se confirmará la decisión de 

primera instancia que condenó al pago de la sanción por no 

consignación de las cesantías a un fondo, precisando que la Sala no 

revisará el valor de la condena impuesta, pues éste especifico 

aspecto no fue objeto del recurso interpuesto por 1 aparte 

demandada. 
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Sin costas en esta instancia. 

En mérito a lo expuesto EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C., SALA LABORAL, 

Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de 

la Ley, 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia, 

por las razones anteriormente expuestas. 

SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia. 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

;/21 144.10 
HUGO ER RIOS 

HERNÁN 

agistrado 

A LUCÍA MURIL 'YA 41 :0N 

Magistrada 

WMIIPJ 
CIO O IVEROS MOTTA 

agis 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
DE BOGOTÁ D.C. 

SALA DE DECISIÓN LABORAL 

SALVAMENTO DE VOTO PARCIAL 

DEMANDANTE YEIMI ALEJANDRA GAMBOA ROCANCIO 
DEMANDADO FIDUAGRARIA S.A. Y OTROS 
RADICACIÓN: 11001 31 05 019 2015 00526 01 

MAGISTRADA PONENTE: HUGO ALEXANDER RIOS GARAY 

A continuación, se presenta las razones del salvamento parcial de voto respecto de 
la decisión sobre la pretensión de indemnización moratoria: 

La jurisprudencia ha sido reiterativa sobre el estudio de la buena o mala fe en cada 

caso concreto para la aplicación de la sanción moratoria, y por ello se puede 
verificar sentencias condenatorias y absolutorias sobre ese concepto frente a la 
misma entidad; y esto hace consistente la jurisprudencia en el sentido de que en 
cada asunto particular se verifica la conducta del empleador de manera 

independiente a otros procesos, porque cada proceso se debe estudiar de acuerdo 
a las pruebas aportadas en él. 

También es reiterada la jurisprudencia en el sentido de indicar que el estudio de 
buena o mala fe del empleador se verifica al momento de la terminación del vínculo 
laboral, para ello se puede observar la sentencia SL 16280 DE 2014 proferida en el 
expediente 45523. 

en ese orden de, ideas, aplicando el precedente jurisprudencial en el presente caso, 
se considera que no se podría predicar que existe mala fe en la fecha de 
terminación del contrato, en la medida en que si bien el contrato terminó antes del 
decreto que ordenó la supresión y liquidación del ISS, y aunque hubo varios 
contratos celebrados, no se encuentra de las pruebas que la actuación del ISS 
haya sido con la intención de vulnerar las normas laborales porque se encontraba 
frente a una de las facultades para la contratación cual era la de que no contar con 
personal suficiente en la planta de personal para el desarrollo de la actividad tal 
como se constata en cada uno de los contratos suscritos por las partes y en el 
expediente administrativo. Y aunque no se desconoce que en la práctica se 
desarrolló un contrato de trabajo, esto no implica que no se haya contado con la 
anuencia del demandante quien pese a conocer las condiciones de desarrollo del 
contrato suscribió varios contratos con la misma entidad y bajo las mismas 
condiciones, generando en su co-contratante el convencimiento de que la relación 
se regía por un contrato de prestación de servicios; recuérdese que el demandante 
cumplió con cada una de las obligaciones pactadas en el contrato como son la 
constitución de pólizas, etc. 

Adicionalmente, la contratación por prestación de servicios no es ilegal, ya que de 
manera expresa fue declarada exequible por la Corte Constitucional, contratos que 
pueden ser celebrados por la entidad por el término que considere indispensable, 
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el criterio de necesidad solo lo establece las circunstancias particulares de cada 
caso concreto en la entidad donde se debe desarrollar la labor. 

Adicionalmente, aunque no se desconoce la sentencia SL-981 de 2019, mediante 
la cual la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral señaló que se 
reconocía la indemnización moratoria hasta la fecha de liquidación definitiva de la 
entidad, esto es hasta el 31 de marzo de 2015, es de anotar que se desconoce los 
precedentes jurisprudenciales que señalan que no es dable imputar mala fe al 
empleador cuando por razones ajenas a su voluntad no tienen la administración 
de los recursos, y en el caso de las entidades públicas una vez se emite el decreto 
que ordena la supresión y liquidación de las mismas, los recursos ya no se pueden 
destinar libremente y se reitera las personas designadas para adelantar los 
trámites de la liquidación les está vedado modificar la naturaleza de los contratos 
suscritos por las partes antes de dicho decreto de supresión y liquidación de la 
entidad, que para el caso de la entidad acaeció en el ario 2012. 

02r-o-f 4<trf,,, 

ANG A LUCÍA MURILLO/VARÓN 
Magistrada 
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República de Colombia 

~usad $up..orde Besad 

Sala Laboral 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado Ponente 

S03-0027-2021 

Radicado N° 19 2015 00526 01 

Bogotá D.C., veintiséis (26) de febrero de dos mil veintiuno 

(2021). 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 

Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, procede la Sala Quinta de 

Decisión de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá a resolver 

el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte 

demandada en contra de la sentencia proferida el 29 de agosto de 

2019, por el Juzgado Diecinueve (19) Laboral del Circuito de Bogotá 

D.C., mediante la cual se declaró la existencia de un contrato de trabajo 

entre la demandante y el extinto ISS y se condenó al pago de cesantías, 

vacaciones e indemnización moratoria. 

I. ANTECEDENTES 

LA DEMANDA 

YEIMI ALEJANDRA GAMBOA RONCANCIO, presentó 

demanda ordinaria laboral en contra del PATRIMONIO AUTONOMO 

DE REMANENTES DEL INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES 

administrado por FIDUAGRARIA S.A., con el fin de que se declare la 

existencia de un contrato de trabajo con el ISS liquidado vigente entre 
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el 18 de agosto de 2005 y el 1° de noviembre de 2011, y se condene 

al pago de prestaciones sociales, vacaciones, nivelación salarial, 

dotaciones, beneficios convencionales, indemnización por despido 

injusto, indemnización moratoria, aportes a salud, pensión y costas 

del proceso. 

Fundamentó las pretensiones en que ingresó a laborar al ISS en 

liquidación el día 18 de agosto de 2005 bajo la modalidad de contrato 

de prestación de servicios, desarrolló en forma continua cargos y 

actividades propias del personal de planta del ISS, cumplió sus 

funciones en el área de Inversiones Físicas del ISS. Afirma que la 

prestación de sus servicios se realizó bajo la continua dependencia 

del ISS y que debía cumplir horario. Aduce que nunca recibió el pago 

de prestaciones legales y extralegales correspondientes, como 

tampoco le cancelaron los aportes correspondientes al Sistema de 

Seguridad Social ni a Riesgos Laborales; que el ISS dio por terminada 

la relación laboral del 1° de noviembre de 2011, y no le pagó la 

indemnización respectiva, que el 14 de agosto de 2014 solicitó al ISS 

en liquidación el reconocimiento de las prestaciones debidas y esta 

entidad mediante oficio 11000-003316 respondió de manera negativa 

su solicitud. 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

FIDUAGRARIA S.A. (en calidad de administradora del PAR ISS 

liquidado). Se opuso a la prosperidad de las pretensiones. En cuanto 

a los hechos manifestó que no le constan en su totalidad. Propuso 

como excepciones las de ausencia de nexo causal inexistencia del 

contrato de trabajo o prestación de servicios con FIDUAGRARIA S.A., 

prescripción, cobro de lo no debido, inexistencia de la obligación, 

buena y no utilización de los mecanismos alternativos de solución de 

conflictos (fls. 76 a 95). 
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II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Diecinueve Laboral del Circuito de Bogotá, al que 

le correspondió tramitar la primera instancia, mediante sentencia del 

29 de agosto de 2019, declaró la existencia de un contrato de trabajo 

entre la demandante y el ISS liquidado y condenó al pago de 

cesantías, vacaciones e indemnización moratoria. La parte resolutiva 

de la sentencia tiene el siguiente tenor literal: 

"PRIMERO: DECLARAR que entre YEIMI ALEJANDRA GAMBOA 

RONCANCIO identzficada con CC. N° 53.092.925 y el extinto INSTITUTO DE 

SEGUROS SOCIALES, existió un vínculo laboral regido por un contrato de 

trabajo vigente cuyos extremos van entre el 18 de agosto de 2005 hasta el 

1 0 de noviembre de 2011, devengando como último salario la suma de 

$1.046.976, conforme a las consideraciones de la parte motiva de la 

presente providencia. SEGUNDO: CONDENAR a FIDUAGRARIA S.A. como 

ADMINISTRADORA Y VOCERA DEL PAR ISS LIQUIDADO y/ o al MINISTERIO 

DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL en virtud de lo dispuesto en el artículo 

1 0 del Decreto 1051 del 27 de junio de 2016, que modificó el artículo 10 del 

Decreto 541 del 6 de abril de 2016, y en concordancia del artículo 2° ibídem, 

a reconocer y pagar a favor de la señora YEIMI ALEJANDRA GAMBOA 

RONCANCIO las siguientes sumas de dinero por los siguientes conceptos: A) 

cesantías: $6.497.068; B) vacaciones: $648.543; y C) indemnización 

moratoria: $87.213.100. TERCERO: CONDENAR a FIDUAGRARIA S.A. como 

ADMINISTRADORA Y VOCERA DEL PAR ISS LIQUIDADO y/ o al MINISTERIO 

DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL a reconocer y pagar a favor de la señora 

YEIMI ALEJANDRA GAMBOA RONCANCIO y por tanto a cotizar al Sistema 

General de Pensiones, el porcentaje que corresponda de los aportes como 

empleador, con base en el salario acreditado enjuicio, como excedente entre 

el valor consignado por la trabajadora referida y el monto que se desprenda 

de aplicar como ingreso base de cotización el salario real devengado por el 

mismo, entre el 18 de agosto de 2005 hasta el 10 de noviembre de 2011, 

para lo cual se solicitará al fondo al cual se encuentra afiliada la 

demandante, que realice el cálculo actuarial, con el fin de que la demandada 

efectúe los pagos correspondientes, conforme a las consideraciones en 

precedencia. CUARTO: DECLARAR parcialmente probada la excepción de 
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prescripción de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. QUI1VTO: ABSOLVER a la demandada de las demás 

pretensiones incoadas en su contra. SEXTO: Las costas corren a cargo de la 

parte demandada. Tásense por secretaría" 

La Juez definió el problema jurídico en determinar si en el caso bajo 

estudio concurrieron los elementos constitutivos de un contrato de 

trabajo. Para resolverlo indicó que según la prueba testimonial y 

documental del expediente se acreditó que la demandante prestó 

servicios al ISS de manera personal, continua y subordinada y por 

ello condenó al pago de cesantías, vacaciones y cálculo por omisión 

en la afiliación al sistema de seguridad social en pensiones, también 

condenó al pago de la indemnización moratoria a partir del 1° de 

febrero de 2012 (90 días después de finalizado el contrato) y hasta el 

31 de marzo de 2015 fecha en que terminó el proceso liquidatorio del 

ISS, con fundamento en el referente jurisprudencial de la Corte 

Suprema de Justicia. 

III. RECURSO DE APELACION 

La parte demandada interpuso recurso de apelación. Pide que 

se revoque la decisión de primera instancia y en su lugar se nieguen 

las pretensiones de la demanda. Para sustentar el recurso aduce 

que en el caso bajo estudio no se configuró una relación laboral en 

cuanto está demostrado que la demandante se vinculó a través de 

contratos de prestación de servicios regulados por la Ley 80 de 

1993, que de todas formas por la labor que ejecutaba la demandante 

ésta no podía tener la condición de trabajadora oficial sino de 

empleada pública y en esos casos la controversia la define la 

jurisdicción contencioso administrativa y no la laboral. Dice que 

tampoco procede el reconocimiento de la indemnización moratoria 

en cuanto tal como lo dispone el artículo 16 y 64 del Código Civil, 

no procede el pago de intereses moratorios cuando ocurren 

situaciones de fuerza mayor o caso fortuito, como lo es, la situación 
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de liquidación forzosa de una entidad y afirma que así lo ha definido 

el Consejo de Estado en sentencias del ario 1999 y 2004. Finalmente 

aduce que no procede la condena al pago de los aportes al sistema 

de seguridad social, pues está acreditado que la demandante en 

cumplimiento de sus deberes legales y contractuales se vinculó al 

sistema en calidad de trabajadora independiente'. 

1 "Gracias su señoría, atendiendo las directrices de la entidad que represento me permito 
interponer recurso de apelación en contra de la presente sentencia en los siguientes 
aspectos, en principio en relación con la declaratoria del contrato de trabajo como se 
manifestó dentro de la sentencia de primer grado donde se indica que efectivamente se 
probó la calidad de trabajadora oficial de la aquí demandante con el extinto ¡SS como lo 
manifesté y como lo he venido manifestando tanto en la contestación como en los 
alegatos de conclusión, se indica que es el patrimonio en razón a la naturaleza misma 
que tiene que las circunstancias que se dieron más allá de los contratos de prestación 
de servicios que son evidentes en los documentos que fueron presentados, se establecen 
las condiciones por las cuales se regularon los mismos, en cumplimiento del artículo 32 
de la Ley 80 de 1993, pues no solamente los contratos corresponden a una simple 
suscripción, sino que para la suscripción de los mismos existe una aceptación por parte 
del contratista, ese contrato contiene una aceptación a las actividades contenidas en el 
objeto contractual, tal como fue señalado en respuesta al interrogatorio de parte, 
efectivamente sobre el cumplimiento de esas actividades se certifica el mismo y a la 
finalización del contrato de prestación de servicios también se certifica y se inicia la 
liquidación misma, todo este cumplimiento se dio tal como lo acredita la documental que 
también fue allegada por lo cual existen las plenas circunstancias para determinar que 
se da en relación a los vínculos contractuales establecidos para la administración 
pública, entre ellos la Ley 80 de 1993, y no en relación a la declaratoria del contrato de 
trabajo como trabajador oficial, sin embargo, es menester indicar que dentro de esas 
actividades relacionadas dentro de la ejecución misma de los contratos de prestación de 
servicios en primer lugar existen actividades que pueden ser denominadas de carácter 
secretarial de hecho una de las testigos fue enfática en que una de las actividades 
ejecutadas por la aquí demandante fue en cuanto a la radicación de correspondencia, 
actividad netamente secretarial y como manifiesta en relación a la intervención a los 
contratos de prestación de servicios se dispuso que era el gerente del área donde la 
demandante prestaba sus servicios, para ello y como lo manifestó de conformidad con 
el decreto 416 de 1997 en su artículo 1° literal a) numeral 13, indica quienes tienen la 
calidad de empleados públicos y allí puede ser catalogada la misma demandante en 
relación con lo que manifestaba y como se indica para ello está la jurisdicción 
contencioso administrativa y no la jurisdicción laboral, por ello se debe absolver en 
relación con esa declaratoria de contrato de trabajo, en esos términos y al 
reconocimiento y pago de las prestaciones y tanto de las vacaciones que se condenaron 
en esta sentencia, no obstante debo puntualizar como lo indiqué en los alegatos frente 
a la condena que se da a la indemnización moratoria en el sentido pretendido es 
correspondiente del régimen damandatorio del artículo 65 del CST, norma que no es 
aplicable en esa condición de trabajador oficial que se dio en el presente fallo, de 
conformidad con el mismo artículo 20 del código en mención, por ello esa indemnización 
moratoria no debe ser reconocida conforme como fue pedida, pues no se probó tampoco 
con relación a las facultades que realmente se sostienen dentro de las pretensiones para 
haber condenado a una indemnización moratoria respecto de la normatividad aplicable 
a los trabajadores oficiales, ello es de que las circunstancias principalmente son que se 
demanda al patrimonio autónomo de remanentes del ISS esa carga de mala fe, que en 
principio como lo manifesté toda vez que el patrimonio autónomo únicamente actúa 
como vocera y liquidador de reitero, en calidad de fideicomitente de la entidad respecto 
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IV. ALEGACIONES DE SEGUNDA INSTANCIA 

Durante el término del traslado del artículo 15 del Decreto 

Legislativo 806 de 2020, el apoderado de la parte demandada 

presentó alegaciones. Solicita que se revoque la decisión de primera 

instancia y al efecto reitera los argumentos expuestos en el recurso. 

Por su parte el apoderado de la parte demandante solicita que 

se confirme la sentencia de primera instancia, teniendo en cuenta que 

se acreditó la existencia de un contrato de trabajo y el consecuente 

derecho a las prestaciones laborales e indemnización moratoria 

concedida por la juez de primer grado. 

V. SANEAMIENTO DEL PROCESO 

Verificados los presupuestos procesales y la ausencia de 

causales de nulidad para declarar, la Sala conforme lo dispone el 

artículo 66A y 69 del CPT y SS, procede a estudiar los aspectos que 

fueron planteados en el recurso de apelación y los que no en 

consulta a favor de la demandada. 

de los procesos de liquidación forzosa y administrativa, no hay lugar a esta 

indemnización de perjuicios toda vez que se establecen esas condiciones del artículo 64 

del código civil en circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito y para ello es 

determinante el artículo 16 del mismo código civil en donde establece que en esas 

circunstancias de fuerza mayor y caso fortuito no hay lugar al pago de indemnización 

ni pago de intereses de mora, sobre ello el Consejo de Estado ha indicado en sentencia 

del ario 1999 como en sentencia del ario 2004 que las entidades en un proceso de 

liquidación forzosa administrativa en bajo esas circunstancias de fuerza mayor o caso 

fortuito puede reconocer esos pagos de indemnización moratoria como se indicó dentro 

del presente fallo, igualmente también puntualizo el recurso de apelación y en lo que 

corresponde al pago de las diferencias en los aportes al sistema integral de seguridad 

social como se indicó dentro de la sentencia, en el entendido que frente a las respuestas 

del interrogatorio de parte dan cuenta que la aquí demandante se afilió al sistema 

integral de seguridad social en salud de forma libre, voluntaria y espontanea en calidad 

de independiente no solamente para cumplir una obligación de carácter contractual sino 

de carácter legal en ese derecho o en esa razón de cumplimiento de esas obligaciones 

legales se establece en los artículo 15, 17 y 20 de la ley 100 de 1993 y para ello pues ella 

efectivamente entonces da su declaratoria entonces esta es la razón por la cual no debe 

condenarse a mi representada a dicho pago, en los anteriores términos bajo la 

presentación y sustentación del recurso solicito respetuosamente a la señora juez 

conceder el mismo, muchas gracias". 
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VI. PROBLEMA JURÍDICO 

El problema jurídico a resolver consiste en definir si entre la 

demandante y el extinto ISS se ejecutó una relación laboral dentro de 

los extremos definidos en primera instancia, y en dado caso establecer 

la procedencia y el valor de las condenas impuestas. 

VII. CONSIDERACIONES 

En el presente asunto no fue objeto de controversia que: i) la 

demandante estuvo vinculada al extinto Instituto de Seguros 

Sociales a través de contratos administrativos de prestación de 

servicios regulados por la Ley 80 de 1993, entre el 18 de agosto de 

2005 y el 10 de noviembre de 2011 (fls. 52 a 61, extremos definidos 

por la Juez y que no fueron objeto de controversia por la parte 

demandante); uy y que el día 6 de agosto de 2014, la demandante 

presentó ante el ISS en liquidación, reclamación administrativa. (fis. 

23 a 29). 

- Sobre la existencia del contrato de trabajo 

Para resolver la controversia conviene precisar que conforme 

el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, los contratos de prestación de 

servicios son aquellos que celebran las entidades estatales para 

desarrollar actividades relacionadas con la administración o 

funcionamiento de la entidad y sólo se podrán celebrar con personas 

naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con 

personal de planta o requieran conocimientos especializados. La 

sentencia C-154 de 1997, estudió la constitucionalidad de la citada 

norma y señaló que estos contratos se caracterizan porque la 

prestación de servicios es para la ejecución de labores en razón de 

la experiencia, capacitación y formación profesional de una persona 

en determinada materia, cuentan con autonomía e independencia 

desde el punto de vista técnico y científico y su vigencia es temporal. 
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Por su parte, el art. 2° del Decreto 2127 de 1945 -norma propia 

de los trabajadores oficiales-, dispone la existencia de un contrato 

de trabajo cuando concurren tres elementos, a saber: a.) La 

actividad personal del trabajador; b.) La dependencia del trabajador 

respecto del patrono, que otorga a éste la facultad de imponerle un 

reglamento, darle órdenes y vigilar su cumplimiento, la cual debe 

ser prolongada, y no instantánea ni simplemente ocasional; y c.) El 

salario como retribución del servicio. 

Así mismo, el artículo 3° ibídem prescribe que, reunidos los 

elementos referidos, el contrato de trabajo no deja de serlo por el 

nombre que se le dé, ni por las condiciones particulares que le 

asigne el empleador, como la forma de pago o duración, ni de 

cualquier otra circunstancia. El artículo 20 de la misma norma, 

dispone que entre quien se presta cualquier servicio personal y 

quien se beneficie de éste, se presume la existencia de un contrato 

de trabajo, correspondiendo a éste último desvirtuar dicha 

presunción legal. 

Definido lo anterior y descendiendo al caso bajo estudio, se 

advierte que no fue objeto de la controversia la prestación personal 

del servicio de la demandante al extinto INSTITUTO DE SEGUROS 

SOCIALES, en los extremos temporales definidos por la Juez de 

primera instancia y sobre los cuales no planteó oposición alguna la 

actora. La demandante cumplió sus funciones en el Departamento 

Nacional de Inversiones Físicas, pues así lo demuestran los 

diferentes contratos de prestación de servicios (fls. 54 a 62) y la 

certificación obrante a folio 52 del expediente, sin que la convocada 

a juicio desvirtuara la presunción legal que pesa en su contra. Al 

efecto, solo se manifestó que la vinculación de la demandante estuvo 

regida por varios contratos de prestación de servicios y que ésta 

conocía y aceptaba este tipo de vinculación, sin que se aportara 

prueba alguna, documental o testimonial, tendiente a demostrar la 
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autonomía e independencia de la demandante en la ejecución de 

sus funciones. Si bien, la demandante rindió interrogatorio de parte 

(CD. 2 min. 32:46) ésta solo informó sobre el área donde prestaba 

servicios, el horario que debía cumplir, las funciones asignadas y el 

lugar donde prestó sus servicios. 

Al punto, importa resaltar lo dicho por los testigos LINDA 

MARIELA MARTINEZ SUANCHA (CD. 2 min. 57:08), JEANETHE 

PATRICIA NIETO CARDENAS (CD. 2 min. 01:22:56) y NELFY ALCID 

GUTIERREZ RIVERA (CD. 2 min. 01:45:37) testigos solicitados por 

la parte demandante y quienes informaron haber trabajado al 

servicio del ISS por lo menos desde el ario 2007 hasta el ario 2011 

aproximadamente mediante contrato de prestación de servicios, 

manifestaron que debían cumplir horario de lunes a viernes de 8 de 

la mañana a 5 de la tarde, que la demandante se encargaba de la 

gestión de documentos relacionados con los bienes muebles de la 

entidad, que ésta prestaba sus servicios en la Gerencia Nacional de 

Bienes y Servicios, que la labor debía realizarse dentro de las 

instalaciones de la entidad y que además las funciones 

desempeñadas por ella también las realizaban trabajadores de 

planta, que para hacer uso del permiso de semana santa o de fin de 

ario, debían compensar el tiempo con antelación y que siempre 

debían solicitar permiso para ausentarse del lugar de trabajo o 

recibían llamados de atención vía correo electrónico de su superior 

inmediato. 

De lo anterior se deduce que la actividad que desarrolló la 

demandante estuvo sujeta al horario que le asignó la demandada, 

desempeñaba funciones que realizaba el personal de planta y con 

los elementos de trabajo que le entregaba el Instituto de Seguros 

Sociales, además, de que la actividad la ejecutó por varios arios 

(entre el 2005 y el 2011), lo que descarta la temporalidad que 

menciona el art. 32 de la Ley 80 de 1993, pues a pesar de que esta 

norma permite la celebración de contratos de prestación de servicios 
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cuando las actividades relacionadas con la administración o 

funcionamiento de la entidad no puedan realizarse con personal de 

planta o requieran conocimientos especializados, solo es posible 

"por el término estrictamente indispensable". Ver sentencia SL981-

2019 . 

Así las cosas, en aplicación del artículo 53 Constitucional que 

dispone la primacía de la realidad sobre las formalidades se 

confirmará la decisión de primera instancia en cuanto declaró la 

existencia de una relación laboral regida por un contrato de trabajo 

vigente entre el 18 de agosto de 2005 y el 10 de noviembre de 2011. 

Precisa la Sala en este aspecto, sobre el argumento de 

apelación de la demandada, referido a que la demandante no podía 

tener la condición de trabajadora oficial en los términos del literal 

a) numeral 13 del artículo 1° del Decreto 416 de 1997, que esta 

norma define claramente que en el extinto Instituto de Seguros 

Sociales, tenían la condición de empleados públicos "Los Servidores 

Profesionales y Secretarias Ejecutivas del Instituto de los despachos 

del Presidente, Secretario General o Seccional, Vicepresidente, 

Gerente y Director", cargos que no se probó hubieran sido los que 

ocupaba la demandante, lo probado en el proceso permite establecer 

que prestaba servicios en el Departamento Nacional de Inversiones 

Físicas, pero nada se dijo sobre la ejecución de funciones en alguno 

de los despachos que refiere la norma. 

Ahora pasa la Sala a revisar las condenas impuestas en 

primera instancia y para el efecto es pertinente señalar que ninguna 

de las pruebas que obran en el expediente acreditan que la 

demandante hubiere devengado como último salario la suma de 

$1.046.976, como lo estableció la juez de primera instancia, en 

efecto, revisado el último contrato suscrito por la actora con el ISS 

liquidado, se advierte que éste tenía una vigencia desde el 10 de abril 

de 2011 hasta el 31 de octubre de 2011 y se pactaron honorarios 
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por un total de $6.412.728 (fi. 61), es decir que YEIMI ALEJANDRA 

GAMBOA recibía la suma mensual de $916.104 durante el término 

de ese contrato. Por ello, el Tribunal modificará el valor de las 

condenas impuestas teniendo en cuenta el salario aquí definido. 

- Excepción de prescripción 

Previo a revisar el valor de las condenas impuestas decidirá la 

Sala sobre la excepción de prescripción propuesta por la 

demandada. Al efecto los artículos 488 del CST y 151 del CPT y SS, 

disponen que las acciones correspondientes a los derechos laborales 

prescriben transcurridos tres (3) arios desde su exigibilidad, 

exceptuando el auxilio de cesantías, el cual se puede exigir a la fecha 

de terminación del contrato de trabajo, como lo ha indicado la 

jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema 

de Justicia -Sentencia SL16528-2016. 

Ahora bien, tratándose de las vacaciones, el artículo 45 del 

Decreto 1848 de 1969, indica que causado el derecho a las 

vacaciones, deben concederse dentro del año siguiente a la fecha en 

que se cause el derecho, lo que indica que una vez causadas, el 

empleador oficial tiene un ario para concederlas, y luego, el 

empleado tiene un plazo de 30 días para solicitarlas, momento a 

partir del cual «comenzará a correr el término de prescripción de las 

mismas» (art. 46 D. 1848 de 1969), el cual es de 3 arios (art. 10 D.L. 

3135/ 1968). 

Así las cosas, y dado que la demandante presentó reclamación 

a la entidad el día 6 de agosto de 2014 (fi. 23), las vacaciones 

causadas con anterioridad al 6 de agosto de 2010, se encuentran 

prescritas, tal como lo definió la juez de primera instancia en 

decisión que en lo pertinente será confirmada. 
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Sobre las CESANTÍAS procede su pago, pues según lo dispone 

el artículo 17 de la ley 6 de 1945, los empleados y obreros nacionales 

de carácter permanente tienen derecho a esta prestación. Precisa la 

Sala que para la liquidación de las cesantías causadas entre los 

arios 2005 y 2007, se tendrá en cuenta el valor del salario mínimo 

vigente para cada una de estas anualidades, en cuanto no se aportó 

al expediente prueba del valor devengado por la actora durante estos 

arios. Respecto de los arios subsiguientes se tuvo el valor acreditado 

en los contratos que obran de folios 54 a 62. Por lo anterior y dado 

que el valor del auxilio de cesantía aquí definido es inferior al que 

tasó la juez de instancia se modificará la sentencia en lo pertinente. 

AÑO DIAS SALARIO CESANTÍA 

2005 133 $ 381.500 $ 140.943 

2006 360 $ 408.000 $ 408.000 

2007 360 $ 433.700 $ 433.700 

2008 360 $ 808.531 $ 808.531 

2009 360 $ 870.545 $ 870.545 

2010 360 $ 887.956 $ 887.956 

2011 300 $ 916.104 $ 763.420 

TOTAL $ 4.313.095 

Frente a las VACACIONES, la Sala confirmará la condena 

impuesta, pues en virtud de lo definido en los artículos 43 y 48 del 

Decreto 1848 de 1969 es procedente este pago a favor de los 

trabajadores oficiales del ISS, no obstante se modificará la condena 

impuesta pues el valor de las vacaciones aquí liquidado es inferior al 

que obtuvo la juez de primera instancia. 

AÑO DIAS SALARIO VACACIONES 

2010 145 $ 887.956 $ 178.824 

2011 300 $ 916.104 $ 381.710 

TOTAL $ 560.534 
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- Sobre los aportes a Pensión 

Para resolver sobre este punto, basta advertir que no es 

procedente el pago del cálculo actuarial ordenado en primera 

instancia, pues según lo dispone el artículo 33 de la Ley 100 de 

1993, el cálculo actuarial es procedente en casos en que existe una 

omisión de afiliación al sistema de pensiones y en el caso bajo 

estudio, se encuentra acreditado que la demandante está afiliada al 

sistema general de pensiones, pues los documentos de folios 131 a 

136 acreditan que la actora efectuaba los aportes a pensión. Por 

ello, se revocará en este punto la sentencia de primera instancia 

para definir que la demandada deberá ajustar el valor de la 

cotización realizada previamente por la demandante durante el 

término de la relación laboral al salario realmente devengado por 

ésta en cada mensualidad, y a pagarlo al Fondo de Pensiones al que 

se encuentre afiliada, en el porcentaje que como empleador le 

corresponde. 

Precisa el ponente de la decisión sobre este punto de la 

controversia, que si bien en procesos anteriores similares al de la 

referencia, se ordenaba el pago de dicho aporte de manera indexada, 

en virtud de lo expuesto en el artículo 23 de la Ley 100 de 1993, se 

recoge el criterio anterior para disponer que el pago de dicho aporte 

deberá realizarse teniendo en cuenta la previsión que contiene esta 

norma. 

- Sobre la indemnización moratoria 

La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, 

tiene definido que esta sanción no opera en forma automática e 

inexorable, por lo que se debe analizar en cada caso particular, la 

conducta del empleador, a fin de establecer si obró de buena fe al 

no pagar las acreencias laborales, pues la sola presencia de los 

mencionados contratos de prestación de servicios, que al decir de la 
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demandada, por virtud de la Ley 80 de 1980, le impedían 

jurídicamente al ISS reconocer las acreencias deprecadas, no 

constituyen razón eximente de la sanción moratoria, pues 

precisamente, ese actuar irregular, se utilizó con la finalidad de 

encubrir la verdadera relación de trabajo subordinada que lo ligó 

con la demandante, ya que ningún elemento de persuasión aportó 

la demandada en aras de demostrar que la contratación de la actora 

se sujetó en estricto sentido a los parámetros descritos en la Ley 80 

de 1993, ya que los contratos suscritos por la demandante, las 

pólizas y actas de legalización, inicio y terminación de cada contrato 

-que aportó la actora- no pueden demostrar su buena fe, por el 

contrario demuestran la intención de ocultar la verdadera relación 

existente entre las partes. Ver sentencia SL2809-2009. 

En consecuencia, como no obran razones válidas que 

justifiquen el proceder del ISS, la sanción comienza a contarse a 

partir del día siguiente, vencidos los 90 días previstos en el Decreto 

797 de 1949, los cuales se cuentan desde la fecha en que terminó 

la relación laboral, esto es, desde el 1° de febrero de 2012, hasta la 

liquidación definitiva de la entidad demandada conforme al acta 

final que se publicó en el Diario Oficial 49470 del 31 de marzo de 

2015, toda vez que es a partir de esta fecha que la entidad oficial 

dejó de existir como persona jurídica. Ver Sentencia CSJSL981-

2019. 

Así las cosas, una vez realizados los cálculos pertinentes, se 

obtuvo como indemnización moratoria la suma de $34.811.952, la 

cual se liquidó con el salario diario de la demandante $30.536 y se 

contabilizó a razón de 1.140 días, como la juez de primera instancia 

obtuvo un valor superior se modificará su decisión y se dictará la 

condena como corresponde. 

Precisa la Sala que para mejor proveer, revocará los 

numerales segundo y tercero de la sentencia, donde se dictaron las 
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condenas por pago de prestaciones y demas conceptos para dar 

mayor claridad y se dictarán las condenas como se expuso en 

precedencia. 

Sin costas en esta instancia. 

En mérito a lo expuesto EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C., SALA LABORAL, 

Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de 

la Ley, 

RESUELVE 

PRIMERO: MODIFICAR el numeral PRIMERO de la 

sentencia de primera en cuanto definió que el último salario 

devengado por la demandante corresponde a la suma de 

$1.046.976 para en su lugar establecer que éste corresponde a la 

suma de $916.104, como se expuso en la parte motiva de esta 

providencia. 

SEGUNDO: REVOCAR el numeral SEGUNDO de la sentencia 

de primera instancia el cual quedará de la siguiente forma: 

CONDENAR a FIDUAGRARIA S.A. como administradora y vocera 

del PAR del ISS a reconocer y pagar en favor de YEIMI ALEJANDRA 

GAMBOA RONCANCIO las siguientes sumas de dinero: y 

$4.313.095 por concepto de auxilio de cesantías; U) $560.534 por 

concepto de vacaciones; y y $34.811.952 por concepto de 

indemnización moratoria, de acuerdo a lo expuesto en la parte 

motiva de esta providencia. 

TERCERO: REVOCAR el numeral TERCERO de la sentencia 

de primera instancia el cual quedará de la siguiente forma: 

CONDENAR a FIDUAGRARIA S.A. como administradora y vocera del 

PAR del ISS a ajustar el valor de las cotizaciones a pensión 
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realizadas previamente por la demandante durante el término de la 

relación laboral al salario realmente devengado por ésta en cada 

mensualidad, y a pagarlo al Fondo de Pensiones al que se encuentre 

afiliada la demandante, en el porcentaje que como empleador le 

corresponde y teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 23 de la 

Ley 100 de 1993. 

CUARTO: CONFIRMAR en lo demás la sentencia de primera 

instancia. 

QUINTO: SIN COSTAS en esta instancia. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

HUGO r77I R R 7(

agistrado 

4.
ÁN LUCut MURIL vARON 

Magistrada

HERNÁN 111/ CIO • UVEROS MOTTA 
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Bogotá D.C., veintiséis (26) de febrero de dos mil veintiuno 

(2021). 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 

Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, procede la Sala Quinta de 

Decisión de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá a 

resolver los recursos de apelación interpuestos por los apoderados 

de la parte demandada y la tercera ad excludendum, contra la 

sentencia proferida el 3 de septiembre de 2019, por el Juzgado 

Treinta y Tres (33) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., mediante la 

cual se condenó a la demandada al reconocimiento y pago de una 

pensión de sobrevivientes. 

I. ANTECEDENTES 

LA DEMANDA 

MYRIAM JEANETHE PEÑA NIÑO, presentó demanda 

ordinaria laboral en contra de la SOCIEDAD ADMINISTRADORA 

DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A., con 

el fin de que se condene a la demandada al reconocimiento y pago 

de la pensión de sobrevivientes a partir del 29 de julio de 2016, por 
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el fallecimiento de su compañero permanente, intereses moratorios 

y costas del proceso. 

Fundamentó sus pretensiones en que el causante ELBER 

ZAMIR AMADO AMEZQUITA nació el 26 de julio de 1976; que 

laboraba al servicio de la empresa Seguridad Digital Ltda para la 

fecha de su fallecimiento; que falleció el día 29 de julio de 2016; 

que se encontraba afiliado a la AFP PORVENIR y había cotizado 149 

semanas dentro de los tres años anteriores al deceso. Afirma que 

convivía en unión marital de hecho con el causante desde el 29 de 

marzo de 2009; que dicha convivencia se extendió hasta la fecha de 

fallecimiento del causante; que no procrearon hijos; que con 

anterioridad al inicio de su convivencia el causante había procreado 

dos hijas de nombres LAURA KATHERINE Y XIMENA CATALINA 

AMADO FONSECA con la señora SONIA MILENA FONSECA 

APONTE; que el causante no convivió con la madre de sus hijas y 

solo compartían los gastos de crianza y educación de las niñas; que 

dada la condición de salud de la señora FONSECA APONTE, quien 

sufría de hidrocefalia, en un acto de humanidad su compañero 

decidió afiliada como su beneficiaria en salud; que todos los 

extractos de productos bancarios del causante llegaban a la 

dirección donde convivían; que solicitó el reconocimiento de la 

pensión a la AFP Porvenir y ésta dejó en suspenso el reconocimiento 

de la prestación, aduciendo la existencia de un conflicto entre 

posibles beneficiarias. 

Mediante auto de fecha 17 de octubre de 2017, el juez 

dispuso vincular al proceso a SONIA MILENA FONSECA APONTE 

en calidad de interviniente ad excludendum (fi. 70) 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

La AFP PORVENIR S.A. se opuso a la prosperidad de las 

pretensiones, frente a los hechos aceptó los relacionados con la 

calidad de afiliado del causante y la fecha de fallecimiento, en 
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cuanto a los demás manifestó que no son ciertos o no le constan. 

Como excepciones propuso las de pago de lo no debido, 

compensación, prescripción y buena fe (fls. 81 a 91). 

La tercera ad excludendum SONIA MILENA FONSECA 

APONTE, se opuso a la totalidad de las pretensiones, en cuanto a 

los hechos aceptó los relacionados con la fecha de fallecimiento del 

causante, la existencia de las dos hijas con el causante y su 

condición de beneficiaria de éste en el sistema de salud, frente a los 

demás manifestó que no son ciertos o no le constan (fls. 129 a 138). 

II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Treinta y Tres Laboral del Circuito de Bogotá DC, 

al que le correspondió tramitar la primera instancia, mediante 

sentencia del 3 de septiembre de 2019, condenó a la demandada a 

pagar pensión de sobrevivientes en proporción del 50% a la 

demandante.La parte resolutiva de la sentencia tiene el siguiente tenor 

literal: 

"PRIMERO: DECLARAR que la señora MYRIAM JEANETHE 

PEÑA NIÑO identificada con la CC. N° 23.856.948 de Paipa es 

beneficiaria de la pensión de sobrevivientes en calidad de compañera 

permanente del señor ELBER ZAMIR AMADO AMEZQUITA, conforme 

a lo establecido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, modificado 

por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, a partir del 29 de julio de 

2016. SEGUNDO: CONDENAR a PORVENIR S.A. a reconocer a la 

señora MYRIAM JEANETHE PEÑA NIÑO identificada con la CC. N° 

23.856.948 de Paipa, el 50% del 100% de la pensión de sobrevivientes 

como consecuencia del fallecimiento del señor ELBER ZAMIR AMADO 

AMEZQUITA, a parir del 29 de julio de 2016 y hasta que las hijas 

menores cumplan la mayoría de edad o dejen de acreditar los 

requisitos establecidos en el literal c) del artículo 47 de la Ley 100 de 

1993, momento a partir del cual la demandante recibirá el 100% de la 

mesada pensional reconocida. TERCERO: ABSOLVER a PORVENIR 

de todas y cada una de las pretensiones incoadas en su contra por 
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SONIA MILENA FONSECA APONTE, conforme lo expuesto en la parte 

motiva de esta providencia. CUARTO: DECLARAR NO PROBADAS la 

excepción de prescripción y pago de lo no debido respecto de las 

pretensiones planteadas por MYRIAM JEANETHE PEÑA NIÑO y 

declara probada la excepción de pago de lo no debido respecto de las 

pretensiones planteadas por SONIA MILENA FONSECA APONTE. 

QUINTO: ABSOLVER a PORVENIR del pago de los intereses 

moratorios reclamados por MYRIAM JEANETHE PEÑA NIÑO, acorde a 

lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. SEXTO: COSTAS 

de esta instancia a cargo de la parte interviniente SONIA MILENA 

FONSECA APONTE. Se fijan como agencias en derecho la suma de 

$450.000 en favor de la demandante. Sin costas para Porvenir S.A.". 

El Juez definió el problema jurídico en determinar si la 

demandante y la tercera ad excludendum tienen derecho a la pensión 

de sobrevivientes que reclaman y en dado caso establecer el 

porcentaje que corresponde a cada una. Para resolverlo indicó que de 

acuerdo a las pruebas practicadas, es posible establecer que la 

demandante convivió con el causante dentro de los 5 arios anteriores 

al fallecimiento, y que SONIA MILENA FONSECA no acreditó su 

convivencia con el causante, pues los testigos que trajo á proceso y 

su propio dicho resultaron contradictorios y no logran establecer la 

existencia de convivencia. 

III. RECURSO DE APELACIÓN 

El apoderado de la tercera ad excludendum interpuso 

recurso de apelación. Pide que se revoque la decisión de primera 

instancia y se conceda la pensión de sobrevivientes en favor de su 

poderdante. Para sustentar el recurso aduce que las pruebas 

aportadas al expediente acreditan con claridad que SONIA 

FONSECA convivió con el causante dentro de los 5 arios anteriores 

a su fallecimiento, que constituían una verdadera familia junto con 

sus dos menores hijas, y que además estaba reconocida como su 

beneficiaria dentro del sistema de salud. Dice que el juez no valoró 
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debidamente las pruebas aportadas y por ello concluyó 

erradamente que la demandante tenía la condición de beneficiaria, 

cuando lo que se probó es que ésta solo era una compañera de 

trabajo del causante. 

La apoderada de PORVENIR interpuso recurso de apelación 

y pide que se revoque la decisión de primera instancia. Para 

sustentarlo aduce que contrario a lo definido por el juez de primera 

instancia, la demandante no acreditó de manera cierta que hubiera 

convivido con el causante dentro de los 5 arios anteriores al 

fallecimiento, pues de lo dicho por ella en el interrogatorio de parte 

y por los testigos, solo se establece que conocían muy bien las 

condiciones laborales del causante, los lugares donde había 

prestado servicios, pero nada de manera detallada sobre la 

supuesta convivencia, que además existen ciertas contradicciones 

en las manifestaciones realizadas por los testigos y la misma 

demandante que no fueron analizadas por el juez de primera 

instancia. 

IV. ALEGACIONES DE SEGUNDA INSTANCIA 

Durante el término del traslado del artículo 15 del Decreto 

Legislativo 806 de 2020, el apoderado de la parte demandante 

presentó alegaciones, solicitando que se confirme la decisión de 

primera instancia que reconoció el derecho a su representada en 

cuanto acreditó debidamente el tiempo de convivencia que exige la 

norma, pidió además que se reconozcan los intereses moratorios 

solicitados en la demanda y no concedidos por el juez de primera 

instancia. 

Por su parte el apoderado de la tercera ad excludendum y de la 

AFP demandada no presentaron alegaciones en esta instancia. 
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V. SANEAMIENTO DEL PROCESO 

Verificados los presupuestos procesales y la ausencia de 

causales de nulidad para declarar, la Sala conforme lo dispone el 

artículo 66A del CPT y SS, procede a resolver las materias que 

fueron objeto de apelación. 

VI. PROBLEMA JURÍDICO 

El problema jurídico a resolver consiste en definir si MYRIAM 

JEANETHE PEÑA NIÑO y SONIA MILENA FONSECA APONTE tienen 

derecho a la pensión que reclaman, y en dado caso establecer en qué 

proporción corresponde a cada una la prestación, teniendo en cuenta 

que el 50% de la pensión de sobrevivientes que se reclama, 

corresponde a las menores hijas del causante, asunto que no fue 

objeto de debate en este proceso. 

VII. CONSIDERACIONES 

En el presente asunto no fue objeto de la controversia que: i) 

ELBER ZAMIR AMADO AMEZQUITA falleció el 29 de julio de 2016 

(fi. 18); uy que el causante tenía dos hijas con SONIA MILENA 

FONSECA APONTE, una de ellas llamada LAURA KATHERINE 

AMADO FONSECA nacida el 26 de octubre de 2000 y la otra de 

nombre XIMENA CATALINA AMADO FONSECA nacida el 26 de 

octubre de 2003 (fls. 146 y 147); iii) que el causante se encontraba 

afiliado a la AFP PORVENIR al momento del fallecimiento (fi. 93). 

- Sobre la Pensión de Sobrevivientes. 

Para resolver la controversia que plantea el caso bajo estudio, 

es pertinente señalar que ha sido posición pacífica y reiterada de la 

Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, indicar 

que la normatividad aplicable a la pensión de sobrevivientes es la 
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vigente al momento de la muerte del causante, tal y como lo ha 

señalado en las sentencias Rad. 33.210 del 17 de octubre de 2008, 

Rad. 37.387 del 3 de febrero de 2010, SL19113 de 2017, SL496 de 

2018, SL2214 de 2018, SL308 de 2019, SL3526 de 2019, entre 

otras. 

Teniendo en cuenta lo anterior y dado que el causante falleció 

el 29 de julio de 2016, la norma que regula el derecho pensional que 

se reclama en este proceso es el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 

modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, disposición legal 

que establece como beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, en 

forma vitalicia, al cónyuge o compañero permanente supérstite del 

pensionado, si acreditan haber hecho vida marital con el causante 

hasta su muerte y han convivido con él por un período no inferior a 

cinco arios anteriores al deceso. 

Frente a este último aspecto, la convivencia, la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia definió 

recientemente que, tratándose de una compañera permanente, el 

requisito de convivencia dentro de los 5 arios anteriores al 

fallecimiento, solo aplica en casos en que ocurre la muerte de un 

pensionado y no de un afiliado, pues en esta última situación, a la 

compañera le bastara con acreditar su condición de compañera y 

"(...) la conformación del núcleo familiar, con vocación de 

permanencia, vigente para el momento de la muerte, sin 

consideración de un tiempo específico de cohabitación". Así lo dijo la 

Corte en sentencias SL 1730-2020, SL 4623-2020 y SL 087-2021. 

Ahora bien, el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, modificado 

por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, indicó que en caso de 

convivencia simultánea entre cónyuge y compañera, la única 

beneficiaria sería la cónyuge, sin embargo, dicha norma fue 

declarada condicionalmente exequible por la Corte Constitucional 

en sentencia C-1035 de 2008, en el sentido de indicar que en dichos 
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casos de convivencia simultánea también será beneficiaria la 

compañera y la pensión se dividirá en proporción al tiempo de 

convivencia con el fallecido. 

Considerando que se admite la posibilidad de convivencia 

simultánea entre cónyuge y compañera, la Sala de Casación Laboral 

de la Corte Suprema de Justicia adoptó la posición de que no hay 

razón lógica para excluir el reconocimiento simultáneo entre dos o 

más compañeras que cumplan el requisito de convivencia, y así lo 

reiteró en la sentencia SL3255 de 2019. 

Bajo las anteriores premisas normativas y jurisprudenciales, 

y una vez revisado el expediente, la Sala confirmará la decisión de 

primera instancia que definió el derecho a favor de la demandante 

en proporción del 50%. 

Para llegar a la anterior conclusión, se advierte que MYRIAM 

JEANETHE PEÑA NIÑO, acreditó tener conformado un núcleo 

familiar vigente y con vocación de permanencia con el causante, 

para la fecha de su fallecimiento. Ello resulta claro de la prueba 

testimonial solicitada por la demandante y para ello la Sala se remite 

al dicho de los testimonios recepcionados: ALEXANDRA JIMENEZ 

MEJIA -amiga de la demandante hace más de 35 años- (CD. 3 audio 

2 min. 07:54), DIANA YOLEIDA SANTAMARIA MENDEZ -vecina de 

la pareja conformada por la demandante y el causante- (CD. 3 audio 

2 min. 20:32), VLADIMIR ARMANDO AMEZQUITA -hermano del 

causante- (CD. 3 audio 2 min. 33:56) y MARISOL GARCIA 

CHAPARRO -amiga del causante por más de 40 arios- (CD. 3 audio 

2 min. 45:53), quienes manifestaron de forma coincidente que la 

demandante conformaba una familia con ELBER ZAMIR AMADO 

AMEZQUITA, que convivían aproximadamente desde el ario 2009 en 

la urbanización Portal de los Rosales en Paipa Boyacá, y que dicha 

convivencia se extendió hasta la fecha de fallecimiento del causante, 

dijeron saber y constarles de manera directa, por ser vecinos, 
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amigos o hermano del causante, que siempre estuvieron juntos, que 

nunca se separaron, que la demandante era quien acompañaba al 

causante a sus controles médicos porque sufría del corazón, que el 

causante tenía dos hijas con SONIA MILENA FONSECA APONTE, 

pero que no convivían, que el causante de todas formas respondía 

de manera responsable por los gastos de manutención y educación 

de sus hijas y ello no representaba un conflicto para la pareja, pues 

la demandante también tenía dos hijos, con quienes convivían en la 

casa de los Rosales, manifestaron además que el causante tenía 

afiliada como beneficiaria en el sistema de salud a SONIA MILENA 

APONTE, pues ésta padecía de una enfermedad y no se encontraba 

afiliada en salud y para garantizar su atención médica, teniendo en 

cuenta que es quien cuidaba de sus hijas, la afilió como beneficiaria. 

Afirmaron que el causante compró una casa en el barrio la 

estación en Paipa Boyacá arios antes de su fallecimiento pero que la 

pareja no había convivido en dicho lugar. En el caso particular de 

DIANA YOLEIDA SANTAMARIA, manifestó que pocos días antes del 

fallecimiento de ELBER ZAMIR, lo vio a los alrededores de la casa 

paseando 2 perros que tenía con la demandante, que el día de su 

fallecimiento vio una persona tocando insistentemente la puerta de 

la casa de la pareja y la demandante no se encontraba allí por lo que 

con ella dejaron razón que el causante se encontraba muy grave en 

el hospital a causa de un disparo recibido en el trabajo, por lo que 

procedió a avisar a MYRIAM. 

La Sala le otorga plena validez probatoria a los testigos 

referidos en cuanto sus afirmaciones fueron coincidentes, 

congruentes, espontáneas y además se escuchaban tranquilos y sin 

ninguna presión e instrucción, frente a los hechos narrados, 

además lo dicho les consta de manera directa por ser vecinos de la 

pareja, amigos o hermano del causante, por ello entiende la Sala 

que la demandante convivió con el causante hasta la fecha en que 

falleció y que mantenían un núcleo familiar estable o comunidad de 
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vida hasta los últimos días de ELBER ZAMIR AMADO ZAMUDIO 

AMEZQUITA. 

Para ahondar en razones, también encuentra la Sala 

coincidente el dicho de los testigos con algunas pruebas 

documentales aportadas al proceso, donde se deduce que ELBER 

ZAMIR AMADO ZAMUDIO tenía registrado como domicilio la casa 

10 de la manzana A de la urbanización Portal de los Rosales para 

recibo de correspondencia bancaria y en una información brindada 

para la separación de un inmueble (fls. 57 a 59), lo que además 

resulta coincidente con lo manifestado por la demandante en 

diligencia de interrogatorio de parte (CD. 4 min. 37:50) cuando 

afirmó que vivían en esa dirección. Cabe resaltar al efecto, que lo 

manifestado por la demandante en el interrogatorio es coincidente 

con lo manifestado por los testigos, sin que se deduzca de las 

manifestaciones algún tipo de intención de recitar una instrucción, 

sino por el contrario se tornaron con mucha naturalidad en lo 

afirmado. 

Ahora bien, en lo que precisa a SONIA MILENA FONSECA 

APONTE, tercera ad excludendum, no puede concluir lo mismo la 

Sala, pues si bien está demostrado dentro del proceso que tuvo dos 

hijas con el causante, una nacida en el ario 2000 y la otra en el ario 

2003, es claro para el Tribunal que la relación existente entre ella y 

el causante para el momento de su fallecimiento, estaba limitada a 

la labor de padres que desempeñaban, pero en nada se infiere que 

hubieren mantenido una comunidad de vida o núcleo familiar, a la 

fecha en que falleció el causante. 

Nada relevante sobre el particular aportan el dicho de los 

testigos YUDY PAOLA VELASCO APONTE -prima de la señora 

Sonia- (CD. 4 audio 3 min. 6:20), quien manifestó de manera 

cortante y sin mayores detalles sobre lo manifestado que le constaba 

que su prima convivía con el causante porque estudiaba en la 
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ciudad de l'unja y todos los fines de semana se hospedaba en la 

casa de sus tíos (papas de Sonia) quienes tenían un restaurante, 

que siempre que llegaba al restaurante encontraba allí al causante, 

que éste se quedaba ahí en las noches porque tenía una habitación 

en el segundo piso de esa misma casa y que siempre trataba a su 

prima como una esposa y se mostraba muy cariñoso , dijo que la 

casa tenía 5 habitaciones en el segundo piso y que en una dormían 

las niñas, en otra su prima y el causante, en otra sus tíos y las otras 

dos eran para visitas, afirmó no conocer ni saber de la existencia de 

la demandante, dijo que había estudiado en la ciudad de l'unja 

hasta el ario 2012 y que desde ese momento igual visitaba a sus tíos 

con frecuencia, no refirió en lo absoluto como era el estado de la 

relación de su prima con el causante antes de que este falleciera. 

Por otro lado JOSE ELI HIGUERA ECHAVARRIA -amigo del 

causante por más de 8 arios- (CD. 4 audio 3 min. 28:03), nada refirió 

sobre la relación de ELBER ZAMIR AMADO ZAMUDIO y SONIA 

MILENA FONSECA, pues al efecto solo manifestó que sabía que ella 

era la mamá de sus dos hijas, que creían que eran esposos porque 

siempre los veía compartiendo con las niñas y como una pareja, pero 

no estableció los tiempos correspondientes a sus afirmaciones y 

además dijo nunca haber entrado a la casa de la pareja, que creía 

que vivían en el segundo piso de la casa donde estaba el restaurante 

propiedad de los padres de Sonia, pero nunca tuvieron tanta 

cercanía como para entrar y compartir reuniones familiares, que 

ellos compartían en el restaurante o se reunían para jugar tejo. 

GERARDO RODRIGUEZ PUERTO -jefe de seguridad de 

TERMOPAIPA del ario 2003 al ario 2014- (CD. 4 audio 3 min. 54:03), 

nada relevante refirió sobre la relación del causante y la señora 

SONIA, pues solo manifestó que frecuentaba el restaurante 

propiedad de los padres de Sonia porque allí desayunaba y 

almorzaba en ocasiones, que en una oportunidad le pidieron que le 

ayudara a conseguir trabajo al causante y que al cabo de un tiempo 
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éste inició a trabajar en una empresa de seguridad de TERMOPAIPA, 

que en ocasiones veía al causante y a SONIA en una mesa del 

restaurante ayudando a sus hijas con las tareas, pero que no sabe 

ni le consta cual era la relación que ellos tenía. 

Finalmente, MARTHA ZUÑIGA -trabajadora del restaurante 

de los papas de SONIA MILENA- (CD. 4 audio 4), afirmó constarle 

que el causante y SONIA eran pareja, que durante un tiempo 

convivió en la casa donde quedaba el restaurante, que ellos 

convivían desde el nacimiento de su primera hija y que siempre 

actuaron como pareja, pero sin referir detalles ni manifestar nada 

sobre el estado de dicha relación para la fecha en que el causante 

falleció. 

De la prueba testimonial analizada en precedencia, no 

obtiene la Sala con certeza que para el momento del fallecimiento de 

ELBER ZAMIR AMADO ZAMUDIO, SONIA MILENA conviviera con el 

causante o por lo menos establecer como era su relación para ese 

momento, pues los testigos no puntualizaron en sus 

manifestaciones nada sobre el particular, en cuanto se limitaron a 

referir de manera general que creían o les constaba que eran pareja, 

que siempre los veían con las niñas, sin referir fechas o un lapso 

específico en que se daban estos hechos. Además no pasa por alto 

la Sala que YUDY PAOLA VELASCO APONTE no fue completamente 

espontánea en sus afirmaciones, pues en ocasiones respondía como 

monosílabos y sin ahondar en los hechos que refería, cuando se 

supone le constaban de manera directa por ser una persona muy 

cercana al núcleo familiar que decía conformaban el causante y 

SONIA. 

Así las cosas, contrario a lo aducido por el apoderado de la 

tercera ad excludendum en el recurso, no está claro en el proceso 

que SONIA MILENA FONSECA y ELBER ZAMIR AMADO 

conformaran un núcleo familiar estable y con vocación de 

12 



MYRIAM JEANETHE PEÑA NIÑO contra ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANT1AS 
PORVENIR S.A. 

Radicación N°. 33 2017 00493 01 

permanencia para la fecha de fallecimiento, pues la prueba 

testimonial no da cuenta de ello y al efecto no se aportaron más 

pruebas para respaldar su dicho, además de lo anterior, si bien se 

advierte que el causante tenía afiliada al sistema de salud a SONIA 

como beneficiaria, a juicio de la Sala ello solo constituye un 

indicativo de convivencia, pero en manera alguna es prueba 

fehaciente y concluyente de la existencia de una comunidad de vida 

o existencia de un núcleo familiar estable, menos aun cuando es el 

documento que obra al efecto, y cuando de la afirmación del mismo 

hermano del causante, ELBER ZAMIR decidió afiliarla como su 

beneficiaria por la enfermedad que ella padecía y por no dejar sin 

atención de quien cuidaba de sus hijas. 

Por todo lo anterior, concluye el Tribunal, como ya se dijo que 

el 50% de la pensión de sobrevivientes que se reclama en este 

proceso corresponde a la demandante y por ello se confirmará la 

decisión de primera instancia. Precisando, para responder el 

argumento expuesto por el apoderado de la parte demandante en 

sus alegaciones, que no es procedente realizar el estudio de los 

intereses moratorios que se solicitaron en la demanda, pues dicha 

manifestación no se realizó a través del recurso de apelación y por 

ello, en los términos del artículo 66 A del CPTSS carece la Sala de 

competencia para abordar el estudio de dicha pretensión. 

Sin costas en esta instancia. 

En mérito a lo expuesto EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C., SALA LABORAL, 

Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de 

la Ley, 
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RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia, 

por las razones expuestas en la parte motiva. 

SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia. 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

HUGO WAIII IDER RIO RAYY 

ÁNG 

HERNÁN 

gistrado 

A LUCÍA MURIL 

Magistrada 

VeutoN 
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Bogotá veintiséis (26) de febrero de dos mil veintiuno (2021). 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 

Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, procede la Sala Quinta de 

Decisión de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá a resolver 

el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte 

demandante en contra la sentencia proferida el 12 de junio de 2019 

por el Juzgado Treinta y Siete (37) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., 

mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda. 

I. ANTECEDENTES 

LA DEMANDA 

DIANA CONSTANZA ORTIZ, presentó demanda ordinaria 

laboral en contra de CONVIVENTIA CORPORACION DIOS ES 

AMOR, con el fin de que se declare la existencia de un contrato de 

trabajo desde el 23 de enero de 2017 ala fecha. Pide que se condene 

al pago de la indemnización por despido injusto, que se ordene el 

reintegro a un cargo de igual o superior categoría al que 

desempeñaba cuando fue despedida, que se ordene el pago de los 

salarios y prestaciones dejados de percibir, la indemnización 

prevista en el artículo 26 de la ley 361 de 1997, indemnización 
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moratoria, indemnización prevista en el artículo 239 del CST, 

aportes al Sistema de Seguridad Social y costas del proceso. 

Fundamentó las pretensiones en que ingresó a prestar 

servicios en la demandada el 23 de enero de 2017; que la relación 

se rigió por un contrato de trabajo a término fijo; que ocupaba el 

cargo de docente psicopedagoga; que devengaba la suma mensual 

de $1.150.000; que el 30 de noviembre de 2017, se dio por 

terminado su contrato de trabajo, y que en el examen ocupacional 

de egreso se refleja que sufre de sobrepeso. Aduce que el 21 de 

diciembre de 2017, al hablar con la rectora de la institución le dijo 

que se acercara en enero de 2018 para iniciar el proceso de 

contratación; que el 9 de enero de 2018, se practicó una prueba de 

embarazo que resultó positiva; que los días 18 y 19 de enero, le 

programaron capacitaciones en el colegio y el día 18 durante la 

jornada de capacitación le informó a la rectora de manera verbal de 

su estado de embarazo y en ese momento la retiraron y le 

comunicaron que podría ser contratada una vez finalizara su 

licencia de maternidad; que mediante llamada telefónica que no 

puedo atender le comunicaron a su esposo que no podía ser 

contratada por falta de presupuesto; que el 5 de marzo de 2018, 

mediante derecho de petición solicitó su reintegro en razón a que 

se encontraba desprotegida y desafiliada de la seguridad social y el 

13 de marzo de 2018, la Corporación resolvió su solicitud de forma 

negativa. Dice además que mediante decisión de tutela emitida el 

19 de abril de 2018 por el Juez Cuarenta y Tres Civil Municipal de 

Bogotá, se ordenó su reintegro. 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

CONVIVENTIA CORPORACIÓN DIOS ES AMOR, se opuso a 

la prosperidad de las pretensiones, aceptó los hechos relacionados 

con la existencia del contrato de trabajo a término fijo y el cargo 

ocupado, frente a los demás manifestó que no son ciertos o no le 
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constan. Como excepciones propuso las de inexistencia de despido 

sin justa causa e imposibilidad de solicitar autorización de despido 

ante autoridad competente, inexistencia de contrato laboral 

continuado e improcedencia de reintegro, improcedencia del pago 

de salarios, prestaciones sociales e indemnización moratoria, 

improcedencia del pago de aportes a seguridad social e inexistencia 

de discapacidad (fls. 84 a 100). 

II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Treinta y Siete Laboral del Circuito de Bogotá DC, 

al que le correspondió tramitar la primera instancia, mediante 

sentencia del 12 de junio de 2019, negó las pretensiones de la 

demanda.La parte resolutiva de la sentencia tiene el siguiente tenor 

literal: 

"PRIMERO: NEGAR las pretensiones invocadas por la señora 

Diana Constanza Ortiz contra la demandada Conviventia, de 

conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva de la 

decisión. SEGUNDO: COSTAS en existencia al parte demandante fijo 

como agencias en derecho la suma de $200.000. Esta edición que al 

legalmente notifican estrados para las partes." 

El Juez definió el problema jurídico en determinar si la 

demandante es beneficiaria del fuero de maternidad que reclama. 

Para resolverlo indicó que en el caso bajo estudio no puede 

entenderse que la finalización del vínculo se dio de manera 

discriminatoria por razón del embarazo de la demandante, pues el 

contrato terminó por vencimiento del plazo fijo pactado, además de 

que para la fecha de terminación del contrato, que ocurrió el 30 de 

noviembre de 2017, la demandada no tenía conocimiento del estado 

de la demandante, pues no se le había comunicado de manera 

alguna ni era un hecho notorio. Indicó además, que si bien la 

demandante fue llamada a una capacitación en enero de 2018, para 

una posible contratación en ese ario lectivo, la contratación o firma 
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del contrato no se realizó y los derechos o garantías laborales solo 

se desprenden de la firma o materialización del acuerdo que 

constituya un contrato de trabajo y no de los trámites previos a la 

contratación. 

III. RECURSO DE APELACIÓN 

El apoderado de la parte demandante interpuso recurso de 

apelación. Pide que se revoque la decisión y se concedan las 

pretensiones de la demanda, con fundamento en que las pruebas 

aportadas al expediente no fueron evaluadas en conjunto, pues 

quedo definido de lo manifestado por la representante legal de la 

demandada en el interrogatorio de parte que la actora asistió a una 

capacitación el día 18 de enero de 2018 y que a ésta solo asistían 

aquellas personas que iban a ser contratadas para ese ario lectivo, 

dice que la demandada no acreditó que las razones aducidas para 

no contratar a la demandante, referidas a la falta de presupuesto 

para el programa en el que ella trabajaba, fueran ciertas, por ello la 

demandante tenía una expectativa cierta y legítima de que si iba a 

ser contratada para la anualidad 2018 y que dicha expectativa no 

se concretó con la firma del contrato porque la demandada al saber 

del estado de la demandante en un acta discriminatorio decidió no 

contratarla. Pide que se aplique para resolver la controversia lo 

dispuesto por la Corte Constitucional en la sentencia SU 075 de 

2018, y que en caso de no ordenarse el reintegro por lo menos se 

reconozcan los salarios y prestaciones causados entre la fecha del 

despido y el reintegro que dispuso el juez constitucional, pues estos 

dineros forman parte del mínimo vital del que estaba por nacer y 

de la madre'. 

"Su señoría presento recurso de apelación en contra del fallo instancia conforme a los 
siguientes motivos de inconformidad qué esbozo a continuación, el despacho en sus 
consideraciones despacha desfavorablemente las pretensiones relativas a la estabilidad 
laboral reforzada por hechos de maternidad que consagra el artículo 239 del código 
sustantivo del trabajo bajo el argumento que las causas que dieron origen a la 
terminación del contrato no fueron objetivas y no se vislumbra que la finalización de la 
relación laboral se hubiese dado con ocasión a un hecho discriminatorio respecto del 
estado embarazo del accionante, sin embargo consideró que el despacho no valoro en 
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conjunto todas las pruebas que fueron surtidas en el seno de la etapa probatoria 
teniendo en cuenta que como bien lo manifiesta el despacho al hacer una manifestación 
al respecto de que haber encontrado a lo menos siquiera un hecho que pudiera 
determinar una expectativa legítima de contratación de la señora Diana Ortiz o un 
derecho cierto de que se llegara a pensar en su contratación para el año 2018 lo cierto 
es que el interrogatorio de parte cuando se indaga la representante legal de la entidad al 
respecto de porque Diana Ortiz estuvo presente en la capacitación del 18 y 19 enero 
2018 ella manifiesta que fue un error de la persona que tenía que citar a esas personas 
porque en esa situación y en esa reunión sólo se llamaba a las personas que en efecto 
iban a ser contratadas no obstante a ello teniendo en cuenta que los argumentos de las 
partes no sugieren certeza alguna relativa al derecho que invocan lo cierto es su tesis no 
fue soportada aprobatoriamente a través de los testigos que ella llama en garantía de su 
defensa y más bien si resultan contradictorias con esta tesis indicando las testigos que 
para esa reunión básicamente se cita esas personas porque posiblemente se va a realizar 
o se les va a contratar para el ario que se realiza esa reunión o capacitación cómo lo 
indican algunos testigos el despacho también deja por fuera de la argumentación dada 
por el testigo convocaba juicio por la parte demandante al señor José torres que es una 
persona que había trabajado haya trabajo para esa entidad desde mucho antes que 
había sido parte de procesos de contratación en periodos anteriores del ario 2017 que 
sin lugar a dudas que su comunicación cierta de que el proceso de selección se entendía 
una vez terminó el contrato o previo a ello se le comunica a las personas que iban a ser 
parte de la vinculación futura para el ario siguiente y que comienzo de ario se les hacía 
una reunión tipo de capacitación esta tesis sólo fue presentada por esta persona que 
también convalidada por la señora Olga Lucía Marín que también indicó lo mismo con 
ello se deja por sentado que si había expectativa cierta ilegítima me querían Ortiz iba a 
ser contratada y vinculada para el año 2018 que de hecho esa expectativa cierta ilegítima 
qué es la tesis defensiva que la parte demandada que debió haberse indicado haberse 
hecho manifestaciones en la consideración que llevaron a la parte resolutiva de la 
sentencia el flechador demostrado qué parte del proceso se tiene situaciones contrarias 
de la parte demandada un aquí la reunión como esbozó la representante legal de la parte 
demandada era producto un error de una persona de la entidad y otra tesis que fue de 
sus testigos que esa reunión iba a ser para eventuales contrataciones de ese período 
sienta en su tesis que la continuación de Diana Hola no continuación de Diana en ese 
proceso selectivo en ese proceso contratación que reiteró que sí era una expectativa 
cierta ilegítima que iba comunicado desde el mismo ario 2017 finaliza por el hecho de la 
maternidad de Diana Ortiz y finaliza porque como la indiquen los alegatos de conclusión 
esta tesis defensiva que usa la parte demandada para para su defensa que en estos si 
me apartó de forma respetuosa de lo que indica el despacho si argumentarse en sede de 
tutela de hecho porque son hechos que dieron lugar a la terminación o a la separación 
de ese proceso de contratación siendo una expectativa legítima para Diana esa tesis 
defensiva de carácter presupuestal de la empresa de hecho cómo le indicó en presidencia 
los alegatos no tiene ningún sustento probatorio por qué las personas que vinieron a 
rendir testimonio en favor de los parte demandada ni siquiera tienen cargos o conforme 
lo indicaron no tenían el manejo presupuestal tenían unas funciones diferentes al 
manejo del presupuesto y a gastos por lo menos de lo que era objeto de la contratación 
de Diana Ortiz para el ario 2018 que de hecho cuando se indaga a una de las de ponentes 
a la señora Liliana Giraldo bayona respecto de que dependía a cuál era la persona para 
contratar al personal para el año siguiente ella indicada que era básicamente era el 
presupuesto y que las coordinadoras en las que toman con la decisión de si continuar o 
no con la contratación de las personas sin embargo la señora Olga rojas indica unos 
criterios diferenciadores para seguir con la contratación para el ario siguiente de sus 
criterios los esbozos básicamente en el desempeño de los prestadores de servicio de los 
empleadores de la institución para continuar para el ario siguiente y de hecho manifiesta 
que esto le corresponde al rector con un grupo que hacía la detección respecto de la 
vinculación razones por las cuales que haya una causal objetiva para verle truncado esa 
expectativas legítimas ahí en Ortiz de continuar con la institución no fue debidamente 
demostrada dentro del proceso de hecho la tesis que trata de solventar la parte 
demandada de dónde provenían los ingresos después del reintegro obedeciendo un fallo 
de tutela los presupuestos que sacaron de otros rubros tampoco fue probada en y 
demostrada en la anterior proceso por lo cual la manifestación de esas personas qué 
presupuesto no sólo se armaba con las donaciones lo entendí esa forma de los 
benefactores a la institución sino también de matrículas de los padres que los padres 
también pagan por los padres por la permanencia de sus hijos que permanecían esa 
situación también se toma un presupuesto entonces aquí revisando la prueba 
documental vista en el proceso estas tesis defensa de terminación de contrato 
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deslegitimando ciertas situaciones por la 2018 se desvirtúa con el mismo contrato de 
trabajo que posteriormente se hace firmar para el reintegro diana Ortiz y se tiene como 

fecha es y si fuera cierta la tesis del presupuesto y si fuera cierta la tesis de que los 
contratos finalizaban en noviembre de cada periodo escolar como usted dio entender por 

la parte demandada lo cierto es que ese contrato por lo menos hasta el 23 de mayo de 
2018 hasta noviembre de 2018 y sin embargo lo extienden por un período posterior hasta 

el 22 de febrero 2019 esta fecha 22 de febrero del ario 2019 es una fecha posterior a lo 
que se entiende como garantía de la licencia de maternidad y periodo lactancia razones 
por las cuales con esta prueba documental es totalmente contradictoria la tesis de la 
parte demandada respecto de su decisión de terminar el contrato radicó en una causal 
objetiva por la expiración del término lo cual es cierto lo que se ha demostrado el 
transcurso del proceso que para el ario 2018 si se le citó a una reunión de capacitación 
tal y como consta en la prueba documental que fue aportada en la etapa probatoria y en 
eso sí quiero hacer énfasis para que se analizado por el tribunal superior de Bogotá como 
un indicio encontrar la parte demandada por qué siendo esta prueba estando esta 
prueba en parte de la parte demandada sólo fue aportada hasta la fecha de hoy lo cual 
no permitió el ejercicio defensa amplio respecto de los intereses de la demandada 
respecto del primer testigo porque de hecho la declaración del primer testigo qué es el 
señor Jorge Enrique posteriormente se rinde declaración quedes con ella qué es la 
aportación de esta prueba que no permite el ejercicio formal del derecho defensa por lo 
menos para hablar con uno sí desde la contestación de la demanda y cuando se hace 
referencias a prueba comentar respecto a la testigo Olga Lucía Marín de qué personas 
se seguían contratando se señaló un sin número plural de personas que estudian 
contratando en ese contratando en esa capacitación por cuál consideró que se llena 
expectativa cierta ilegítima para Diana Ortiz de continuar en su labor para la ario 2018 
que esa tesis desestima el despacho es totalmente contraria enloquece deslumbró en el 
proceso por ello indicó que dentro de la prueba de la prueba documental sino también 
de los testimonios el interrogatorio de parte se habla de un error a la persona que se cita 
que cometí ese error que indica la representación representante legal que era un en las 
coordinadoras ni siquiera se trabaja a este proceso para demostrar para cerrar la 
afirmación esbozada de la representante legal de la parte demandada por lo cual si 
consideró que para el ario 2018 si hay una expectativa cierta legítima irreal que vincula 
se a Diana para la contratación en esta institución en ese período 2018 qué es evidente 
en ese proceso sexo cuando ella comunica de su estado embarazo y que de hecho el 
esposo de la época o el compañero permanente de Diana Ortiz recibió la llamada y en 
los argumentos que le dieron fue un tema de dinero pero ese tema vuelve retiro se queda 
números argumentos hipótesis fácticas porque no tuvo un sustento real y probatorio en 
atención a ello por si existir una expectativa cierta LO íntima para Diana Ortiz es que 
consideró que se debe aplicar el test de razonabilidad número uno que es bosa la 
sentencia de unificación SU 075 del ario 2018 que de hecho recoge esos mismos test de 
razonabilidad y retira una posición que tenía sentada que tenía que cancelar cuando se 
dan los hechos de reintegro pero el test de razonabilidad que sería coger para este 
proceso debía ser el número uno porque demuestran efecto que para el espacio en que 
Diana Ortiz tenía su expectativa cierta ilegítima decir contratada si le comunicó a las 
personas de su estado embarazo y que ese fue su estado el detonante para no seguir con 
ese proceso contractual de igual manera para honorable sala debo indicar que si se tiene 
que tener en cuenta el hecho entre la fecha de tutela de primera instancia y la fecha del 
reintegro y se tiene que tener en cuenta de que el argumento que esboza de la parte 
demandada en su sangre el alegato de conclusión tratando de justificar porque la 
demora en el reintegro lo siente lo cementa en el hecho de la impugnación pero es que 
se llama los dos fallos en el juzgado 43 civil municipal uno data del abril 2018 y el otro 
data de junio pero el reintegro se hace en mayo pero no es cierto que está esperando la 
sentencia de segunda instancia para determinar si se confirmaba o se reintegra va por 
ende es un hecho o es un argumento de defensa que no puede prosperar que no le puede 
dar venía es argumento por qué la misma parte demandada que demuestra que si 
demuestra que ya reintegrar y no debía esperar hasta el fallo de segunda instancia 
porque lo que se tiene cierto es que esas canciones tutelares son de cumplimiento 
inmediato porque estamos hablando derechos fundamentales y entonces en ese sentido 
entes amparo tutelar no sólo garantizaba una estabilidad laboral reforzada para Diana 
sino unos derechos ciertos para la persona que está por nacer que si bien es cierto se 
garantizarán una vez el reintegro las garantías de la afiliación y pago al sistema general 
de seguridad social el despacho 9 de tener en cuenta que estas garantías no sólo en 
tener cuenta que esto no son los únicos pagos para tener en cuenta porque acá ni 
siquiera se verifica con Diana si para la fecha que fue integrada toda vivía con él si tenía 
los elementos básicos para poder subsistir lo cierto es de que si partimos del hecho 
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IV. ALEGACIONES DE SEGUNDA INSTANCIA 

Durante el término del traslado del artículo 15 del Decreto 

Legislativo 806 de 2020, el apoderado de la parte demandante 

presentó sus alegaciones reiterando los argumentos expuestos en el 

recurso.Por su parte la demandada, no presentó alegaciones en esta 

instancia. 

V. SANEAMIENTO DEL PROCESO 

Verificados los presupuestos procesales y la ausencia de 

causales de nulidad para declarar, la Sala conforme lo dispone el 

artículo 66A del CPT y SS, procede a estudiar los aspectos que 

fueron planteados en el recurso de apelación. 

VI. PROBLEMA JURÍDICO 

El problema jurídico a resolver consiste en determinar si la 

demandante es beneficiaria del fuero de maternidad que reclama. 

general de lo que canal garantiza el código sustantivo del trabajo lo que garantiza son 
los mínimos vitales razón por la cual si esto nos está garantizando mínimos vitales lo 
cierto es que este reintegro debió ser inmediato desde el 23 de abril desde el día de abril 
del 2018 cuándo fue ordenado por el juzgado 43 y no convalidado de forma respetuosa 
porque lo entendí así por parte del despacho instancia qué fue convalidado para el mes 
de mayo razones por las cuales el día de Ariel 2018 hasta el 23 de mayo si se debe haber 
condenado al pago de salarios y prestaciones sociales respecto de esto porque estamos 
garantizando mismo vitales no sólo derecho laboral sin una persona que está por venir 
sino que también tiene especial protección para el estado sino también para el raciocinio 
o la facultad legislativa para hacer énfasis en este artículo 239 en ese sentido en 
garantizar los mínimos vitales de la madre sino también los mínimos vitales de que él 
está por nacer conforme a su sentencia consideró que debió salir avante respecto al pago 
de abril de 2018 hasta el 23 de mayo solicitó a la honorable sala del tribunal de Bogotá 
que sean hélice se analiza de forma conjunta mostro la prueba comentar en el expediente 
sino los testimonios e interrogatorios de parte por la representante legal de la accionada 
que si le asiste razón a la demandante respecto de la expectativa cierta ilegítima del ario 
2018 de los mínimos vitales y el test de razonabilidad qué trata la sentencia su0 75 del 
ario 2018 y de igual manera porque considero que la sentencia de unificación su0 48 
2017 a las personas que están con una incapacidad física o sensorial bajo los parámetros 
de será moderado profunda entonces considero que en este caso aplica ese test de 
razonabilidad teniendo en cuenta que soy una discriminación respecto a continuar con 
esa expectativa cierto y legítima de los intereses de Diana Ortiz en su contrato de trabajo 
razón por la cual dejó por sentado esos argumentos para la que la sala laboral del 
tribunal superior gracias su señoría". 
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VII. CONSIDERACIONES 

En el presente asunto no fue objeto de controversia que: i) 

entre la demandante y la demandada existió un contrato de trabajo 

a término fijo entre el 23 de enero de 2017 y el 30 de noviembre de 

2017 (fls. 15 a 17); ii) que el 23 de octubre de 2017, la demandada 

informó de la terminación del contrato por vencimiento del plazo 

fijo pactado a la demandante a partir del 30 de noviembre de 2017 

(fi. 123); iii) que el 5 de marzo de 2018, la demandante solicitó a la 

demandada su reintegro e informó sobre su estado de embarazo (fi. 

125); iv) que el 19 de abril de 2018, el Juez Cuarenta y Tres Civil 

Municipal, mediante decisión de tutela amparó los derechos 

fundamentales de la demandante y ordenó su reintegro al cargo que 

venía desempeñando, junto con el pago de las cotizaciones al 

sistema de seguridad social causadas durante el período de 

gestación. Dicha decisión fue confirmada mediante sentencia del 

12 de junio de 2018 emitida por el Juzgado Quince Civil del Circuito 

de Bogotá (fls. 42 a 71); y) que en cumplimiento de dicha decisión 

la demandada reintegró a la demandante a través de un contrato a 

término fijo vigente entre el 23 de mayo de 2018 y el 22 de febrero 

de 2019 (fls. 73 a 75). 

- Sobre el Fuero de Maternidad 

Para resolver la controversia que plantea el caso bajo estudio, 

el artículo 239 del CST, prohíbe el despido por motivo de embarazo 

o lactancia y presume que el despido ha ocurrido por tales causas 

cuando se produce durante la gestación o dentro de los tres meses 

posteriores al parto. Por ello, para que opere la presunción legal de 

despido por motivo de embarazo se debe probar que el empleador 

conocía tal situación, pues es su conocimiento es el hecho fundante 

o generador de la presunción. Al respecto la Sala de Casación 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha estudiado en copiosa 

jurisprudencia, más recientemente en sentencia SL 1794-2020, la 
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aplicación de la estabilidad laboral reforzada de que gozan las 

mujeres gestantes y ha dicho al efecto, que el alcance de dicha 

protección se debe determinar a partir de dos factores, a saber: "i) 

el conocimiento del embarazo por parte del empleador; ii) y la 

alternativa laboral mediante la cual se encontraba vinculada la mujer 

embarazada". 

En la misma sentencia definió que tratándose de la protección 

a la maternidad en contratos a término fijo, existe una protección 

intermedia que consiste en "garantizar la vigencia de la relación 

laboral durante el período de embarazo y por el término de la licencia 

de maternidad posparto y si dentro de ese periodo de estabilidad 

especial se hace uso del preaviso establecido en la ley para el 

fenecimiento del plazo fijo pactado, el contrato se mantiene por el 

lapso que falta para cumplirse el término de protección, vencido el 

cual termina la vinculación sin formalidades adicionales". 

Así mismo la Corte Constitucional en sentencia SU 075 de 

2018, en desarrollo de la aplicación de esta garantía constitucional, 

estableció de manera clara que para la procedencia de esta 

estabilidad laboral reforzada se debe demostrar: i) la existencia de 

una relación laboral o de prestación; ii) y que la mujer se encuentra 

en estado de embarazo o dentro de los tres meses siguientes al 

parto, en vigencia de la relación laboral; dice además la Corte que el 

alcance de la protección se debe determinar a partir de dos factores, 

que se concretan en el conocimiento que tenía el empleador del 

estado de embarazo y la alternativa laboral mediante la cual se 

encontraba vinculada la mujer embarazada. 

De la norma y jurisprudencia referidas, es posible concluir que 

para acceder a la estabilidad laboral reforzada por maternidad, es 

necesario que la trabajadora acredite que en vigencia de la relación 

laboral y previa terminación del contrato se encontraba en estado 

de embarazo o dentro de los tres meses siguientes al parto, y que su 
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empleador conocía de su estado o éste era notorio para que opere la 

presunción referida a que la terminación del contrato se dio por 

causas discriminatorias relacionadas con el estado de embarazo. 

Resulta pertinente precisar que en el caso bajo estudio, la 

demandante se vinculó a la demandada CONVIVENTIA 

CORPORACION DIOS ES AMOR a través de un contrato de trabajo 

a término fijo y que éste finalizó por vencimiento del plazo fijo 

pactado, el día 30 de noviembre de 2017, previo preaviso 

comunicado a la demandante el día 23 de octubre de 2017. 

Revisadas las pruebas aportadas al expediente, no se advierte 

la existencia de prueba alguna que acredite que la demandante 

hubiera comunicado a su empleador sobre su estado de embarazo 

previo al fenecimiento del vínculo laboral, ni tampoco se deduce de 

documento alguno que para la fecha de terminación del contrato el 

embarazo fuera notorio. Del único documento que se aportó al 

efecto, se deduce que la demandante comunicó sobre su estado de 

embarazo a la demandada el día 5 de marzo de 2018, fecha para la 

cual ya había finalizado la relación laboral (fi. 125). 

El documento referido es coincidente con lo manifestado por 

la misma demandante en los hechos de la demanda, pues afirmó 

que el día 9 de enero de 2018 se realizó una prueba de embarazo 

que resultó positiva (fi 4), luego de su afirmación se establece que ni 

la misma demandante tenía conocimiento de su estado al momento 

en que finalizó el vínculo laboral, por lo que no podría hablarse de 

la existencia de un trato discriminatorio al momento de la 

finalización de un contrato, que entre otras cosas, como ya se dijo, 

finalizó por vencimiento del plazo fijo pactado. 

Ahora bien, sobre la discusión que plantea la parte actora 

referida a que en enero de 2018 fue citada a una capacitación para 

una posible contratación en el ario lectivo 2018, debe decir la Sala 
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que ninguna evidencia hay dentro del expediente, de que la 

contratación de la demandante con CONVIVENTIA CORPORACION 

DIOS ES AMOR se hubiera materializado y ningún tipo de 

protección o extensión del fuero de maternidad puede predicarse de 

la simple expectativa de ser contratada o no. 

En efecto, la representante legal de la demandada (CD. 2 min. 

45:28), aceptó en la diligencia de interrogatorio de parte que la 

demandante había sido citada a una capacitación para una posible 

contratación como psicopedagoga para el año lectivo 2018, pero que 

esta contratación siempre estaba sujeta al presupuesto que los 

patrocinadores giraban para cada programa, en cuanto son una 

entidad sin ánimo de lucro y dependen en su totalidad del dinero 

que aportan sus patrocinadores para los programas educativos de 

los menores, dijo que en el caso de la demandante, no se dio la 

contratación para el ario 2018 por falta de presupuesto, pues el 

programa para el cual trabajaba la demandante como 

psicopedagoga no fue financiado en su totalidad por el patrocinador, 

y por ello debieron iniciar el periodo académico con la planta de 

personal básica, es decir únicamente con profesores. 

En el mismo sentido, se pronunciaron JORGE ENRIQUE 

MERCHAN TORRES -compañero de trabajo de la demandante- (CD. 

2 min. 01:02:18); LILIANA MARIA GIRALDO BAYONA -oficial de 

infancia y juventud de la demandada- (CD. 2 min. 01:32:27); JHON 

JAIRO GUARIN -cónyuge de la demandante- (CD. 2 min. 02:08:0), 

y OLGA LUCIA MARIN ROJAS -coordinadora administrativa de la 

demandada- (CD. 2 min. 02:19:28), pues manifestaron de manera 

coincidente que la demandante había asistido el 17 de enero de 

2018 para una posible contratación del ario lectivo 2018 y que 

finalmente no se había materializado la firma del contrato. 

Hace notar la Sala al efecto, que independientemente de las 

razones que tuvo la demandada para no contratar a la demandante 
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en el ario 2018, la expectativa generada por la citación a una 

capacitación para posible contratación, no generó ningún derecho 

cierto a favor de DIANA CONSTANZA ORTIZ, ni configuraba 

obligación alguna para la demandada de realizar efectivamente la 

contratación, no puede el Tribunal, como lo pretende el apoderado 

de la demandante, configurar o crear una obligación inexistente a 

cargo de la CONVIVENTIA CORPORACION DIOS ES AMOR, pues la 

asistencia a capacitaciones o proceso de selección para establecer 

un futuro vínculo laboral, no generan obligación alguna a cargo del 

posible empleador. Los derechos y obligaciones en este tipo de 

relaciones, surgen con la firma del contrato o en su defecto con el 

acuerdo verbal al que llegan las partes para la prestación del servicio 

y no antes. 

Además de lo anterior, a juicio de la Sala no existe garantía 

adicional que pueda configurarse a favor de la demandante, pues 

mediante decisión de tutela emitida el 19 de abril de 2018, por el 

Juez Cuarenta y Tres Civil Municipal de Bogotá (fls. 46 a 71), se 

ampararon los derechos de la señora ORTIZ de manera transitoria 

y se ordenó su reintegro con el consecuente pago de los aportes al 

Sistema de Seguridad Social. Extraña la Sala que luego de esta 

decisión que garantizó los derechos de la demandante, aun cuando 

el empleador no tuvo conocimiento del estado de embarazo de la 

trabajadora al momento de la terminación del contrato por 

vencimiento del plazo fijo pactado, hecho que además resultaba 

imposible porque la demandante solo advirtió su estado en enero de 

2018, cuando ya no trabajaba para la demandada, se reclame en 

este proceso un reintegro de manera definitiva, cuando ni las 

normas ni la jurisprudencia prevén este tipo de garantía para casos 

como el que se resuelve en este proceso. 

Nótese al efecto, que la jurisprudencia referida en precedencia, 

es clara en definir que la garantía de estabilidad laboral reforzada 

no opera en casos en que el empleador no tiene conocimiento del 
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1 
estado de embarazo de la trabajadora y, de todas formas, si 

procediera tal garantía, debe tenerse en cuenta, como lo dice la 

jurisprudencia, la alternativa laboral a través de la cual se 

encuentra vinculada una trabajadora en estado de embarazo, pues 

tratándose de contratos a término fijo, modalidad contractual bajo 

la cual estuvo contratada la demandante, la garantía se extiende 

durante el periodo de embarazo y por el término de la licencia de 

maternidad, luego la única garantía posible a favor de la actora, era 

el reintegro hasta la fecha referida y el consecuente pago de aportes 

a seguridad social para permitirle el disfrute de la licencia de 

maternidad, no existe entonces, un mecanismo que obligue al 

empleador a mantener a la trabajadora contratada mediante un 

contrato de trabajo a término fijo, más allá del tiempo de protección 

que prevé la ley y la jurisprudencia. 

Así las cosas y en consecuencia de la dicho, la Sala confirmará 

la decisión de primera instancia que negó las pretensiones de la 

demanda, precisando, sobre la solicitud del apoderado de la parte 

demandante, referida a que se ordene el pago de los salarios y 

prestaciones dejadas de percibir entre la fecha de terminación del 

contrato y la del reintegro ordenado por el juez de tutela, que ésta 

no es procedente, pues como se estudió en precedencia, en el caso 

concreto de la demandante no había lugar a la aplicación de la 

garantía de estabilidad laboral reforzada. 

Sin costas en esta instancia. 

En mérito a lo expuesto EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C., SALA LABORAL, 

Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de 

la Ley, 
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RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia, 

por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia. 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

HUGO 
D—ER

Magistrado 

ANGELA
•

LUCÍA MURI 4 a

Magistrada 

HERNÁN 

Ce-.1-L 

VARÓN 
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Bogotá D.C., veintiséis (26) de febrero de dos mil veintiuno 

(2021). 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 

Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, procede la Sala Quinta de 

Decisión de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá a resolver 

el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte 

demandada en contra de la sentencia proferida el 23 de agosto de 

2019, por el Juzgado Treinta y Nueve (39) Laboral del Circuito de 

Bogotá D.C., mediante la cual se condenó a la demandada al pago de 

prestaciones sociales, vacaciones e indemnización moratoria. 

I. ANTECEDENTES 

LA DEMANDA 

AIDEE AMAYA CASTAÑEDA, presentó demanda ordinaria 

laboral en contra de ALIMENTOS DON MAGOLO S.A. Solicita que se 

declare ineficaz el despido de la demandante en los términos que 

define el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, que se ordene a la 

demandada a reintegrarla al cargo que ocupaba, pide además que se 

condene al pago de las cesantías, intereses a las cesantías, primas de 

servicio, vacaciones, indemnización prevista en la Ley 361 de 1997, 

indemnización moratoria y costas del proceso. 
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Fundamentó las pretensiones en que ingresó a laborar al 

servicio de la demandada el 22 de noviembre de 2007; que durante la 

relación laboral se encargaba del empaque de bultos de cebolla y ajo, 

que el contrato celebrado era a término indefinido; que devengaba la 

suma mensual de $689.600 más $77.700 de subsidio de transporte; 

que la terminación del contrato se dio de forma unilateral y sin justa 

causa el 12 de febrero de 2016; que sufre de una enfermedad 

denominada manguito rotador, que a causa de dicha enfermedad se 

encontraba incapacitada de manera continua y con tratamiento 

médico pendiente por posible intervención quirúrgica; que la 

demandada no solicitó la autorización correspondiente al Ministerio 

de Trabajo para realizar el despido y que a la fecha de presentación 

de la demandada no se ha efectuado el pago de la última incapacidad 

emitida por la Nueva EPS. 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

ALIMENTOS DON MAGOLO S.A. Se opuso a la prosperidad de 

las pretensiones. En cuanto a los hechos aceptó los relacionados con 

la existencia de la relación laboral y frente a los demás manifestó que 

no son ciertos o no le constan. Propuso como excepciones las de la 

terminación del contrato de trabajo del día 12 de febrero de 2016 se 

dio por agotarse el objeto o causa del mismo, la terminación del 

contrato de trabajo del día 12 de febrero de 2016, se dio por 

reestructuración de la sociedad, no limitación al momento de 

terminación del contrato de trabajo, inexistencia de las obligaciones 

que se demandan, ausencia total de pruebas que soporten las 

pretensiones de la demanda, cobro de lo no debido y buena fe (fls. 88 

a 95). 

II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Treinta y Nueve Laboral del Circuito de Bogotá 

D.C., al que le correspondió tramitar la primera instancia, mediante 

sentencia del 23 de agosto de 2019, condenó a la demandada al pago 
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de prestaciones sociales, vacaciones e indemnización moratoria. La 

parte resolutiva de la sentencia tiene el siguiente tenor literal: 

"PRIMERO: DECLARAR que al día de hoy alimentos Don Magolo 

SAS no ha realizado el pago de la liquidación de prestaciones sociales y 

vacaciones a la señora AIDEE AMAYA CASTAÑEDA, del contrato que 

finalizó el día 12 de febrero de 2016, las cuales correspondían al período 

del 1° de enero de 2015 al 12 de febrero de 2016. SEGUNDO: CONDENAR 

a la empresa Don Magolo SAS apagar a la actora los siguientes conceptos: 

1) $856.929 por cesantías; 2) $ 93.341,42 por intereses a las cesantías; 3) 

$856.929 por concepto de prima de servicios; 4) $385.027 por vacaciones 

compensada; 5) La suma de $22.987 diarios por cada día de retardo en el 

no pago de las prestaciones sociales desde el 12 de febrero de 2016 hasta 

que el pago se efectué, obligación que al día de hoy asciende a la suma 

$29.239.040. TERCERO: DECLARAR probada la excepción de no 

limitación al momento de la terminación del contrato de trabajo por las 

razones expuestas. CUARTO: ABSOLVER a Alimentos Don Magolo de las 

demás pretensiones incoadas en su contra. QUINTO: No condenar en 

costas a las partes" 

La Juez definió el problema jurídico en determinar si al 

momento del despido la demandante gozaba del fuero de estabilidad 

laboral definido en la Ley 361 de 1997 y definir si hay lugar al pago 

de las prestaciones sociales que se reclaman. Para resolverlo indicó 

que la demandante no gozaba del fuero de estabilidad que reclama al 

momento de la terminación del contrato, en cuanto no se probó la 

existencia de limitación fisica alguna que impidiera a la demandante 

desempeñar con normalidad sus funciones y si bien sufría de 

síndrome de manguito rotador y ésta fue calificada como una 

enfermedad de origen profesional, no se acreditó que la existencia de 

esta patología le impidiera cumplir o desarrollar la labor para la cual 

había sido contratada. 

Sobre el pago de las prestaciones sociales que la demandante 

aduce no le cancelaron a la terminación del contrato, consideró que 

dicho pago es procedente en cuanto la demandada no acreditó haber 
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cancelado la liquidación de prestaciones a la actora a la terminación 

del contrato. También condenó al pago de la indemnización moratoria 

porque la demandada no adujo razón alguna para sustraerse en el 

pago de sus obligaciones laborales. 

III. RECURSO DE APELACION 

La parte demandada interpuso recurso de apelación. Solicita 

que se revoque la condena impuesta en cuanto la empresa que 

representa se encuentra liquidada y además por su estado de 

iliquidez no cuenta con los recursos para cancelar la condena 

impuesta y por ello la obligación definida es de imposible 

cumplimiento, dice que no ha actuado de mala fe y la omisión en el 

pago de la liquidación se dio porque la demandante nunca se 

presentó a reclamar dicho dinero y por la situación de insolvencia 

que se adujo desde la contestación de la demanda'. 

IV. ALEGACIONES DE SEGUNDA INSTANCIA 

1 "Gracias su señoría, con todo respeto y estando dentro de la oportunidad procesal me permito 
interponer recurso de apelación frente al tema de la condena económica que se le ha impuesto a mi 
representada como se dijo, vuelvo a repetir desde la contestación de la demanda, y como lo 
manifestó la demandante en su interrogatorio de parte, ella fue la última que fue desvinculada de 
la compañía porque esta empresa cesó en su objeto social, por ende, si bien honorable señora Juez 
y honorables magistrados el artículo 61 de CST establece que el contrato puede terminar por la 
clausura o la terminación definitiva de la empresa del establecimiento por lo que si procede el 
despido terminación del contrato de trabajo de la demandante, así quedó demostrado por el mismo 
de la demandante porque fue clausurado la empresa y al no tener recursos para poder seguir 
ejerciendo su objeto social, en este orden de ideas si bien el artículo 62 del CST ordena una 
indemnización que eso significa que por ley se obliga al pago de una indemnización, quiero dejar 
una interrogante o plasmar una situación frente las empresas que no han podido seguir ejerciendo 
con su actividad y poder así seguirle cumpliendo a sus trabajadores con sus erogaciones laborales 
y salariales prestacionales pues al no haber dinero para cumplir con sus erogaciones pues 
obviamente no hay para cubrir indemnizaciones y quizá las ultimas prestación sociales como para 
el caso del acá demandante, que pues realmente la compañía para el 2016 estuvo y sigue estando 
ilíquida, no hay de donde decir puedo pagar a la demandante situaciones cuando la empresa 
realmente ya permítanle manifestar honorable señor juez y magistrados a fallecido jurídicamente y 
así sus obligaciones pues obviamente no las ha podido cumplir, ni las civiles, ni las laborales, ni de 
ninguna naturaleza, por ende la condena que se nos ha impuesto el día de hoy pues obviamente 
desborda para la situación de la compañía ya que no existe poder así seguirle cubriendo lo elemental 
que sería sus prestaciones sociales, en este orden de ideas ruego que el Tribunal se pronuncie frente 
a estos vacíos que quizás la ley misma nos tiene cuando se presentan estas situaciones de 
insolvencia de las entidades que prestan y obviamente dan trabajo a muchas personas, en este caso 
a la señora Aidé Amaya Castañeda, así las cosas ruego al Tribunal desde ya que se revoque esta 
condena económica a la que ha sido sometida mi representada y se exima por cuanto que es 
imposible poder cumplir con los pagos económicos, no es que se esté actuando de mala fe, sino por 
el contrario es una situación que no solamente se ve en mi representada sino en muchas compañías 
como se puede establecer a través de la página de Superintendencia de Sociedades donde están la 
mayoría de empresas en proceso de reorganización o en proceso de ya de liquidación, pues si bien 
es cierto, los trabajadores son los que están vulgarmente hablando, llevando del bulto, obviamente 
también la empresa esta llevado del bulto porque no puede cubrir estos laborales y los que hoy 
también ha sido sometió económicamente a través de este fallo, en este orden de ideas ruego a su 
Señoría aceptar el recurso de apelación y proceder a los tramite de rigor ante el Honorable Tribunal 
Superior de este Distrito Judicial". 
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Durante el término del traslado del artículo 15 del Decreto 

Legislativo 806 de 2020, los apoderados de las partes no presentaron 

alegaciones en esta instancia. 

V. SANEAMIENTO DEL PROCESO 

Verificados los presupuestos procesales y la ausencia de 

causales de nulidad para declarar, la Sala conforme lo dispone el 

artículo 66A del CPT y SS, procede a estudiar los aspectos que 

fueron planteados en el recurso de apelación. 

VI. PROBLEMA JURÍDICO 

El problema jurídico a resolver consiste en definir si es 

procedente el pago de la indemnización moratoria en casos en que el 

empleador se encuentra en estado de liquidación y si la situación de 

iliquidez lo exime del pago delas prestaciones debidas. 

VII. CONSIDERACIONES 

En el presente asunto y para lo que es objeto de controversia 

en esta instancia, no se controvirtieron los siguientes supuestos 

fácticos: i) que entre la demandante y ALIMENTOS DON MAGOLO 

S.A. existió un contrato de trabajo vigente entre el 22 de noviembre 

de 2007 y el 12 de febrero de 2016, y que durante su vinculación 

ocupó el cargo de auxiliar de planta (fi. 22); fi); que el último salario 

devengado por la demandante fue de $689.600 más $77.700 de 

subsidio de transporte (hecho aceptado por la demandada en la 

contestación de la demanda fi. 88). 

- Indemnización Moratoria 

Para resolver lo pertinente, el artículo 65 del CST dispone el 

pago de una sanción a cargo del empleador por no pagar a sus 

trabajadores los salarios y prestaciones debidas a la terminación del 

contrato, dicha sanción equivale a un día de salario por cada día que 
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transcurra desde la terminación del contrato de trabajo hasta que 

efectúe el pago de los salarios y prestaciones. 

Al respecto la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia, en reiterada jurisprudencia ha dicho que la aplicación de 

esta sanción no es automática y que para el efecto el empleador puede 

demostrar la existencia de razones serias y objetivas que justifiquen 

la omisión en el pago de las prestaciones debidas a sus trabajadores 

a la fecha de terminación del contrato. Esa alta Corporación ha dicho 

que en aquellos casos en que la sociedad demandada entra en proceso 

de liquidación, el pago de esta indemnización corre únicamente hasta 

la fecha en que inicia el proceso de liquidación obligatoria, pues a 

partir de este momento no se puede deducir mala fe en cuanto la 

razón de la omisión no es la intención de desconocer o defraudar los 

intereses de los trabajadores. (Sentencia 5L2833-2017, SL1186-

2019). 

Así las cosas y una vez revisado el expediente, advierte la Sala 

que contrario a lo indicado por la apoderada de la demandada en el 

recurso, en la contestación de la demanda no se adujo hecho alguno 

relacionado con el supuesto estado de liquidación de la sociedad, ni 

se probó mediante documento alguno tal situación. Ninguna de las 

pruebas aportadas por la demandada dan cuenta del supuesto 

proceso de liquidación o estado de liquidación o inexistencia de la 

sociedad demandada, razón por la cual no es procedente limitar la 

condena impuesta por este concepto. 

Precisa la Sala sobre la razón que expone la apoderada en el 

recurso, referida a que no es procedente la condena al pago de las 

prestaciones e indemnización moratoria impuesta en primera 

instancia, por falta de liquidez de la sociedad demandada, que los 

derechos laborales de los trabajadores no están sometidos a la 

situación económica del empleador, y que las prestaciones sociales 

causadas por la prestación del servicio constituyen derechos ciertos 

e indiscutibles que en los términos del artículo 14 CST, son de 
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carácter irrenunciable, luego la condición o situación de iliquidez que 

se aduce y que además no se acreditó a través de ningún medio dentro 

del proceso, no constituye una razón para eximir al empleador del 

pago de los derechos causados por sus trabajadores. 

Sin costas en esta instancia. 

En mérito a lo expuesto EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C., SALA LABORAL, 

Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de 

la Ley, 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia, 

por las razones anteriormente expuestas. 

SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

HUGO ER RIOS G 

agistrado 
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Magistrada 

VARON 

HERNÁN MÁIITRICIO UVEROS MOTTA 

Ma ado 
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